
RECENSIONES Y NOTICIA DE LIBROS

BENTHAM, Jeremy: Tácticas parlamen-
tarias, Estudio preliminar de B. PEN-
DAS, Colección Textos Parlamenta-
rios Clásicos, núm. 1, Publicaciones
del Congreso de los Diputados, Ma-
drid, 1991, 290 págs.

En la onda actual de apreciativa
relectura del radicalismo político y fi-
losófico del siglo XVIII y principios del
XIX, el Congreso de los Diputados abre
una colección de textos parlamenta-
rios clásicos con la reedición de las
Tácticas parlamentarias de Jeremy
BENTHAM. Este interés por los oríge-
nes de la teoría liberal, que se viene
manifestando desde hace al menos
dos décadas, sin duda va a verse incre-
mentado en los próximos años como
consecuencia del marasmo en el que
parece sumida la producción de nue-
vas ideas sobre la política. Vivimos el
verano del alción, y ni siquiera esta-
mos seguros de si esa evidente esterili-
dad de la imaginación política ha sido
causa o efecto de las sorprendentes
transformaciones de las que hemos sido
testigos en los últimos tiempos.

Avivar los rescoldos de la teoría po-
lítica con la lectura de BENTHAM es,
por tanto, una buena ocupación para
el momento presente, entre otras co-
sas porque una de sus claves funda-
mentales es la propia significación de
la obra benthamita. Y ello porque, como
dice Benigno PENDAS en su Estudio
preliminar, «el benthamismo, más que
una doctrina, es un talante, un proyec-
to de sentido común, y no una quimera
o un remedio universal de todos los
males» (pág. 17).

La preocupación de BENTHAM por la
institución parlamentaria es una cons-

tante en toda su obra, como no podía
ser de otra manera. La opción por la
reforma radical de la sociedad y la re-
nuncia expresa a los modos de expre-
sión violenta, no dejaban más camino
que la transformación política por vía
principalmente parlamentaria. Un par-
lamento más representativo y más po-
deroso aparecía a los ojos bieninten-
cionados de los utilitaristas como el
instrumento decisivo para la perfec-
ción de la sociedad.

Benigno PENDAS, que ha estudiado
estas cosas en profundidad en su libro
Jeremy Bentham: política y derecho en
lo orígenes del Estado constitucional
(Centro de Estudios Constitucionales,
Madrid, 1988), agrupa los temas de la
teoría benthamiana del parlamento en
cuatro categorías. En primer lugar, las
ideas sobre la estructura del parlamen-
to, con su furibundo ataque al modelo
bicameral y su encendida defensa de
los poderes y prerrogativas de las cá-
maras bajas. Después, las relativas a
la teoría del mandato parlamentario,
cuya doctrina contribuye a consolidar:
en efecto, la consagración de la repre-
sentación no imperativa es tanto con-
quista de las ideas revolucionarias
triunfantes en el continente como pro-
ducto de la evolución de la teoría y de
la práctica política de la Inglaterra
georgiana. También atraen el interés
del patriarca utilitarista, en tercer lu-
gar, las cuestiones relativas a los te-
mas procedimentales y de funciona-
miento interno de las asambleas, so-
bre todo con la vista puesta en el obje-
tivo fundamental de conseguir que las
normas instrumentales sirvan al obje-
tivo de lograr un amplio debate y un
adecuado reflejo de la voluntad real de
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la cámara. En último lugar, lo relativo
a las competencias y poderes del par-
lamento es resuelto por BENTHAM a tra-
vés de una decidida defensa del carác-
ter no tasado, sino expansivo de las
potestades del órgano legislativo.

Las Tácticas parlamentarias están, por
tanto, en la periferia del «núcleo duro»
de los escritos benthamianos sobre el
parlamento. En efecto, lo esencial de
su teoría de los fundamentos constitu-
cionales de la reforma radical del par-
lamento debe buscarse en otros escri-
tos: Plan of Parliamentary Reform, Ra-
dical Reform Bill y, sobre todo, en su
obra definitiva, el Constitutional Code.
Tácticas es una obra anterior, espe-
cialmente impulsada por el interés so-
bre las cuestiones procedimentales, tan
importantes para la mente ordenada y
minuciosa de BENTHAM, y como tal es
considerada, con justicia, como el pri-
mer tratado sobre Derecho Parlamen-
tario. Pero no sólo por esto, ya de suyo
significativo, sino sobre todo por la
elegancia intelectual con la que el au-
tor sabe enlazar las cuestiones de fun-
cionamiento con el origen y justifica-
ción de las mismas, enraizándolas en
los principios del sistema de gobierno
parlamentario, la obra resulta toda una
lección de cómo debe escribirse el De-
recho Parlamentario. En otras palabras,
ya en el primer manual sistemático de
esta disciplina, sobre cuya naturaleza
e identidad seguimos hoy conjeturan-
do, está implícita la contestación a ta-
les cuestiones: «hacer» Derecho Parla-
mentario es una forma de «hacer» De-
recho Constitucional.

Entrando en el contenido del libro,
conviene, a los efectos de esta noticia
bibliográfica, destacar las materias que
con mayor mérito reclaman la aten-
ción del lector.

1. Parlamento y publicidad (sobre
todo, en el importante capítulo 3, y
también en el 9). La libre discusión, y
su antecedente, la libre circulación de
los argumentos, están en el centro de
las preocupaciones del reformismo ra-
dical. BENTHAM dedica grandes esfuer-
zos a demostrar la necesidad de que
las ideas fluyan de la sociedad al par-
lamento, entre éste y el gobierno, y de

aquél a los propios ciudadanos. En el
capítulo 3 de las Tácticas está el fun-
damento de la necesidad de la trans-
parencia de los trabajos parlamenta-
rios. La publicidad sirve para evitar la
corrupción, la incompetencia y la in-
dolencia; asegura la confianza del pue-
blo y su consentimiento en las resolu-
ciones legislativas; permite que al ac-
tuar como electores, los ciudadanos
tengan conocimiento de causa; facilita
a la asamblea el concurso de las capa-
cidades de los subditos. Frente a estas
ventajas, BENTHAM reconoce la poca
inclinación de la clase política hacia la
publicidad, y rebate ordenadamente las
objeciones tradicionales: la incapaci-
dad del pueblo para juzgar, la restric-
ción de la libertad de los miembros
que implica, la torcida utilización de
que puede ser objeto, y, en fin, las re-
presalias del soberano a que quedan
expuestos los parlamentarios. Continúa
el capítulo definiendo lo que debe ha-
cerse público del trabajo de la asam-
blea, las excepciones a la regla de la
publicidad (el interés público y la inti-
midad de las personas) y los medios
para conseguirla, principalmente me-
diante la publicación de la transcrip-
ción de los debates, y autorizando a
periodistas y al público en general la
asistencia a las sesiones (conviene re-
cordar que en los tiempos en que esto
se escribe, no sólo estaba prohibida la
asistencia a las sesiones de quienes no
eran miembros del parlamento, sino
que éstos tenían obligación de guardar
secreto sobre las deliberaciones).

2. Bicameralismo (capítulo 4). En
este capítulo, BENTHAM expone su co-
nocida doctrina contraria a las segun-
das cámaras, refutando los argumen-
tos que tradicionalmente se esgrimían
como justificativos de su existencia:
madurez de la discusión, restricción
del poder de cada asamblea, separa-
ción de nobleza y pueblo llano. Se tra-
ta de un resumen de lo que, con mayor
vehemencia aún, puede leerse en el
Fragmento sobre el Gobierno.

3. Presidencia de las Cámaras (ca-
pítulo 6). La tesis benthamita a este
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respecto es la fijación de la neutrali-
dad como característica principal de
la presidencia, para la que prefiere,
por cierto, el modelo unipersonal del
speaker inglés antes que el colegiado
de la mesa continental. También en
esto BENTHAM se adelanta a su tiempo,
puesto que el speaker imparcial, que
no vota y cuyo escaño es respetado
por los restantes partidos en sucesivas
elecciones, hasta que decide retirar-
se, no es sino una creación muy poste-
rior.

4. Gobierno y Parlamento (capítulo
7 y Nota que le sigue). Es éste, como el
de la publicidad, uno de los fragmen-
tos en los que con mayor evidencia
resulta esa característica de la forma
de escribir sobre el procedimiento par-
lamentario que tan señaladamente dis-
tingue a BENTHAM: SU lucidez y habili-
dad para fundamentar reglas ins-
trumentales en el andamiaje principal
de la constitución. Si bien reconoce
que no debe ser monopolio del ejecuti-
vo la facultad de iniciativa parlamen-
taria, no es menos claro al afirmar la
tarea de dirección de la asamblea que
ejerce el gobierno: refiriéndose al sis-
tema inglés llega a decir que «el minis-
tro es el director, primer motor y princi-
pal personaje».

Sobreponiéndose a tópicos contem-
poráneos, e incluso posteriores, afir-
ma: «Me es indispensable censurar aguí
un error popular (...) [que] estriba (...)
en concluir que una asamblea como la
de los comunes está corrompida por el
solo hecho de hallarse dirigida en su
ordinario curso por los ministros. Esta
supuesta prueba de la corrupción o ser-
vidumbre de semejante cámara es, por
el contrario, una real de su libertad y
fuerza.» Para continuar preguntándo-
se: «¿Por qué dirige el ministro siempre
al parlamento?» Y contestándose
contundentemente: «a no poder dirigir-
le, no puede ser ya ministro» (págs. 126
y 127).

5. Reglas de técnica legislativa (ca-
pítulos 11 y 34). Ni siquiera materia
como ésta falta en el viejo libro de
BENTHAM, que, entre otras cosas, reco-
mienda brevedad, sencillez, pureza de

expresión y exposición completa de
cuantas cláusulas han de contenerse
en la ley. Estos capítulos se extienden
a otros detalles, entre los que se en-
cuentra, por ejemplo, el siguiente tex-
to:

«Cada artículo ha de reducirse a una
exposición pura y simple: o a lo me-
nos, un artículo no ha de contener
jamás dos proposiciones completas
e independientes de tal naturaleza que
una misma persona pueda probar la
una y desechar la otra» (pág. 156).

Al leer esta regla es difícil no recor-
dar otra muy similar:

«Los criterios orientadores básicos
para la redacción de un artículo son:
cada artículo, un tema; cada párra-
fo, una oración; cada oración, una
idea.»

Se trata del primer párrafo de la di-
rectriz 18.a sobre la forma y estructura
de los anteproyectos de ley, aprobada
por Acuerdo del Consejo de Ministros
de 18 de octubre de 1991. Nos encon-
tramos, por tanto, ante una de esas
victorias en las que el paciente
BENTHAM confiaba.

6. Debates (capítulos 14, 15, 16, 17,
19 y 22). Las reglas que deben regir el
debate es materia que preocupa ex-
traordinariamente al autor. En esta
parte de su obra se inclina por un de-
bate libre —esto es, sin limitación de
los turnos de intervención—, ordena-
do —en el que los asuntos se termina-
rán por el orden en que se presenta-
ron—, decisorio —en el que no se de-
ben mezclar votación y debate—, divi-
dido en fases —que aporten reflexión y
peso a la resolución—, en el que estén
rigurosamente proscritos los discursos
leídos, y previstos los incidentes
dilatorios.

7. Cortesía parlamentaria (capítulo
20). Dentro de lo que BENTHAM deno-
mina «otras reglas relativas al deba-
te», las reglas relativas a lo que con
posterioridad se ha llamado «cortesía
parlamentaria».
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BENTHAM cita varias normas de com-
portamiento que todo parlamentario
haría bien en tener presentes hoy en
día tanto como hace doscientos años,
cuando la obra lúe publicada. En pri-
mer lugar, dirigir el discurso al presi-
dente, y no a la asamblea en general.
Además de ser de buena educación di-
rigirse a la persona más importante de
las que escuchan, ésta es una táctica
que permite, sobre todo en debates
farragosos, que el presidente limite el
número de intervenciones por alusión.
Junto a esto BENTHAM destaca, sobre
todo, el desapasionamiento o distan-
cia que esta forma de comenzar a ha-
blar conlleva, lo que desde el punto de
vista de nuestro autor, no deja de ser
un requisito para alcanzar más justas
decisiones.

En segundo lugar, evitar los nom-
bres propios al designar a los diputa-
dos a los que se responde. Es ésta una
regla que se observa hoy en día con
absoluta fidelidad en el parlamento
británico, y en prácticamente todos los
que han importado su modelo. La prác-
tica inglesa conoce, a este fin, todo un
colorista y surtido catálogo de
apelativos según la cualidad del miem-
bro al que el orador se refiera («the
right honourable genlleman the Member
for...» —y aquí el nombre de la cir-
cunscripción—; «my honourable friend
the Member for...» —si se refiere a un
parlamentario del mismo partido—;
«the noble Lord the Secretary of State
for...» —y aquí el ministro, si es Lord
el titular—; «the learned Member who
has just sat down» —si el que se acaba
de sentar es abogado—; «the gallant
Member for...» —si el parlamentario a
que se alude sirve o ha servido en las
fuerzas de su majetad—, etc.). Nueva-
mente se trata de restar pasión perso-
nal al debate: «es cosa menos ofensiva
el decir: "el ilustre miembro que ha
hablado el penúltimo ha caído en un
error craso", que la de marcarle nomi-
nalmente» (pág. 214).

«No suponer malos motivos jamás»,
es la forma en que BENTHAM enuncia
su tercera regla. Se pueden poner en
tela de juicio los hechos o la interpre-
tación de los mismos, impugnar los
razonamientos o las conclusiones, pero

nunca juzgar la intención. «Si acusa-
mos sus motivos, le ofendemos y pro-
vocamos (a nuestro adversario); y no
le dejamos la calma necesaria para oír-
nos atentamente» (pág. 215). Va de suyo
que BENTHAM considera perjudicial
para la función que atribuye al debate
proponerse tal objetivo de ofuscar al
contrario.

«No hacer mención ninguna de los
deseos del príncipe y del poder ejecu-
tivo.» La mención a la Reina está es-
trictamente prohibida en el Parlamen-
to Británico.

«No citar ningún documento justifi-
cativo o comprobante antes de haberlo
presentado a la asamblea, en virtud de
una proposición hecha al efecto.» ¿Al-
guien recuerda alguna vez en que se
hayan agitado desde la tribuna de nues-
tro Congreso de los Diputados carpe-
tas cerradas, amenazando con su con-
tenido?

Todas éstas son reglas de buena crian-
za que, como es sabido, se respetan
hoy escrupulosamente en Westminster,
sin que los debates británicos resulten
apagados o faltos de contraste (cfr.,
por ejemplo, el Paiiiamentary Practice
de E. MAY, en su última edición —la
vigesimoprimera—, págs. 365 a 384).
También en esta materia BENTHAM fue
un precursor, porque el comportamien-
to, al menos de los Comunes, no siem-
pre ha sido tan ejemplar. En pleno si-
glo XIX, en la era de los grandes seño-
res de la política como Melbourne,
Russell, Althorp o Parlmerston, todos
ellos nobles, llegó a considerarse es-
candaloso que el hijo de un industrial
textil, por grande que fuera su fortuna,
resultara elegido Primer Ministro. En
efecto, la designación, en 1835, de Sir
Roben Peel fue recibida por la Cáma-
ra con un considerable abucheo, mez-
clado, según una crónica de la época,
con «una imitación, a intevalos regula-
res, del zumbido de las abejas acom-
pañado de una suerte de lejana música
que parecía producida por un órgano
de mano o una banda de gaiteros,
proviniente de las últimas hileras de
escaños; a todo esto se añadían toses,
estornudos y bostezos ingeniosamente
prolongados, que mezclados con otros
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sonidos formaban un tout ensamble
nunca conseguido hasta la fecha en la
Cámara. Una voz singular, saliendo de
los escaños de la mayoría, imitaba con
destacable precisión el aullido de un
mastín encadenado; otra, el cacareo
de un gallo» (citado por Eric TAYLOR
en The House of Commons at Work,
Penguin, Londres, 1951, págs. 85 y 86).
Ante descripciones como ésta, palide-
cen los tímidos pataleos de nuestra his-
toria parlamentaria.

En fin, hay otras materias que me-
recerían glosa, como las reflexiones
dedicadas al absentismo, y los modos
de atajarlo, o las recomendaciones en
materia de intendencia y decoro: ho-
rarios, invitados a las sesiones, con-
diciones del edificio parlamenta-
rio, etc., pero conviene animar al lec-
tor a acercarse al libro, y no aburrirlo
más.

Sí debe decirse algo, siquiera breve-
mente, sobre la edición. En primer lu-
gar, llama la atención que, como he-
mos apuntado al principio, se trata de
la primera entrega de una nueva colec-
ción del Congreso de los Diputados que,
bajo la denominación «Textos Parla-
mentarios Clásicos», promete ofrecer
en el inmediato futuro los Discursos
Parlamentarios de AZAÑA, Un Parlement,
pour quoi [aire? de CHANDERNAGOR, las
Crónicas parlamentarias de AZORÍN y
obras del siglo pasado como las de
Manuel FERNÁNDEZ MARTÍN O Adolfo
PONS Y UMBERT. Hay que felicitarse
pues, doblemente, por el brillante na-
cimiento de la serie y por el compro-
miso explícito de enriquecerla que con-
tiene la «Presentación», que en nom-
bre de la institución editora suscribe
el Letrado Mayor de las Cortes Gene-
rales.

En segundo lugar debe destacarse el
Estudio preliminar que firma uno de
los grandes especialistas en la obra de
BENTHAM, como es Benigno PENDAS,
cuya aportación más significativa, por
el momento, a la comprensión de la
obra del maestro inglés hemos citado
al comienzo de estas líneas. En dicho
Estudio, el Profesor y Letrado de las
Cortes Generales proporciona tanto una

visión general de la filosofía jurídica y
política del utilitarismo como una ex-
posición detallada de la teoría
benthamita sobre el Parlamento, y da
razón, además, de la importancia de
las Tácticas.

La versión que se ofrece es una tra-
ducción española realizada por F. C.
de C, publicada en Madrid, por Im-
prenta de Tomás Jordán, en 1834. Esta
traducción está realizada sobre la edi-
ción en lengua francesa que publicó
DUMONT en París, en 1816. Esta prefe-
rencia sobre la edición —original—
londinense de 1791 merece alguna ex-
plicación. E. DUMONT no sólo fue un
eficaz propagandista de la obra de su
maestro por toda Europa, sino que sus
ediciones, auténticas versiones del ori-
ginal, están imbuidas del pensamiento
del filósofo utilitarista, que las consin-
tió benévolamente en la convicción fun-
dada de que el estilo de su discípulo
las aclaraba y las ponía al alcance del
público no habituado a su tortuoso es-
tilo literario.

El libro tiene una buena maqueta de
Daniel Gil, que tantos ejemplares ha
hecho vender con sus portadas para
Alianza Editorial. Este cuidado puesto
por un editor institucional en las ca-
racterísticas de la presentación gráfi-
ca del producto (caja, tipografía, color
y gramaje del papel...) se añade a la
esperanza de contar en el futuro con
una mayor dignidad para este tipo de
publicaciones.

Concurren motivos, pues, más que
sobrados para celebrar esta reedición
de BENTHAM. En tiempos como los ac-
tuales es aleccionador volver la vista
hacia esa dinastía que forman HOBBES,
LOCKE, PAYNE, HUME, BENTHAM, WILL
y BAGEHOT: racionalistas, librepen-
sadores y utilitaristas, cuyas filoso-
fías difieren profundamente, pero que
coinciden, como recuerda CROSSMAN,
en que la aceptación de las formas tra-
dicionales no es suficiente, en que el
sistema político sólo merece apoyo
cuando se justifica en la atención a las
necesidades del conjunto de los ciuda-
danos.

Juan Carlos DA SILVA OCHOA
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FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, Tomás Ramón:
Arbitrariedad y discrecionalidad, Ed.
Cívitas, Madrid, 1991.

Este libro aborda una de las cuestio-
nes más polémicas y controvertidas del
Derecho Público: la discrecionalidad
administrativa, a la que se ha llegado a
calificar como «el verdadero caballo
de Troya en el seno del Derecho Admi-
nistrativo de un Estado de Derecho»
(Hans HUBER).

El estudio Arbitrariedad y dis-
crecionalidad surge, en principio,
como contribución al Homenaje Jubi-
lar a GARCÍA DE ENTERRÍA, con la in-
tención de mantener expedito, de re-
mover el camino que aquel abrió en
1962 con su magistral conferencia «La
lucha contra las inmunidades del po-
der». Desde esta fecha proliferaron los
escritos de nuestros administrativis-
tas: F. SAINZ MORENO, con su obra
Conceptos jurídicos indeterminados
y discrecionalidad administrativa;
L. MARTÍN-RETORTÍLLO, que nos dio a
conocer la feliz rúbrica jurisprudencial
El genio expansivo del Estado de Dere-
cho, o también el Profesor FERNÁNDEZ
RODRÍGUEZ, que ya hace tiempo mos-
tró su sensibilidad por el tema al
comentar la Sentencia de 1 de junio
de 1973 con el título de Discrecionali-
dad y jurisdicción revisora —y que con
muy buen criterio añade a modo de
epílogo al libro del que ahora damos
noticia—.

En contraste con este interés —del
que sólo hemos dado una pequeña
muestra—, tras la Constitución se pro-
duce un silencio casi absoluto en la
doctrina administrativista, más preocu-
pada por el análisis de otras innova-
ciones incorporadas por la Norma Fun-
damental, laguna sólo cubierta en par-
te por la Jurisprudencia y que el autor
se propone llenar, y lo consigue
sobradamente, con esta obra.

Tomás Ramón FERNÁNDEZ se enfrenta
al tema con el firme y novedoso propó-
sito de revisar la dogmática al uso, sus
límites y el control de su ejercicio por
los Tribunales, a la luz del nuevo mar-
co surgido tras la promulgación de
nuestra Constitución.

Con este fin, estructura su estudio
en tres grandes bloques: el análisis de
la dogmática tradicional, la recopila-
ción y sistematización de la jurispru-
dencia postconstitucional y, por últi-
mo, su sugerente y novedosa aporta-
ción, que le lleva a propugnar, incluso
más allá del propio interés del concre-
to tema que da título a la obra, una
refundación del Derecho Administrati-
vo sobre la base del Estado social y
democrático de Derecho de nuestros
días, de la que, a su juicio, depende, ni
más ni menos, el futuro de esta disci-
plina.

El estudio se inaugura con una bre-
ve nota que nos sumerge en el grueso
de esta «batalla aún por ganar» (pág.
22) que es la discrecionalidad admi-
nistrativa. La reflexión inicial a que se
nos invita es el evidente equívoco
etimológico a que la expresión «poder
discrecional» conduce, ya que una pri-
mera percepción intuitiva lleva a con-
siderarlo —si no se quiere desmentir
«la libertad» que el término discrecio-
nal parece proclamar— como una li-
bertad incondicionada de decisión,
exenta de cualquier posible fiscaliza-
ción o crítica, como el poder por exce-
lencia. Remontarse al origen de la lu-
cha por la legitimación del poder dis-
crecional lleva al autor a principios
del siglo pasado y, con él, al más im-
portante escollo al que la técnica jurí-
dica, desde entonces, ha debido en-
frentarse: la versión revolucionaria del
dogma de la separación de poderes,
que condujo al más puro y simple sis-
tema de inmunidad judicial del bloque
de la discrecionalidad.

En el segundo capítulo el autor da
un salto en el tiempo y en el espacio,
trasladándonos al proceso que la Dog-
mática jurídica francesa ha recorrido
desde el siglo xix, en su intento de
hallar técnicas de reducción y control
de la todopoderosa discrecionalidad,
un itinerario inspirado, aún hoy, en la
«sombra de la excepcionalidad» (pág.
25). Todos estos ensayos —puntualmen-
te descritos en estas páginas— tienen
para el Profesor FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ
mucho más de utópico que de real,
puesto que el talante general de la doc-
trina francesa fue y sigue siendo de
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sumisión, de aceptación, de mimetismo
ante una «política jurisprudencial de
tacto y mesura» (pág. 35) que desplie-
ga el Conseil d'Etat, marcando las ba-
rreras entre la legalidad y la oportuni-
dad, y siempre con el norte de la
inmutabilidad de unos principios a te-
nor de los cuales sólo por excepción se
admite la crítica en vía jurisdiccional
de una libertad connatural previa de
decisión de la Administración, que si-
gue incuestionada: «lo discrecional
continúa siendo lo no contencioso por
naturaleza» (pág. 36).

Ante este estado de cosas, Tomás
Ramón FERNÁNDEZ abre un nuevo
capítulo —el más extenso del libro—,
para mostrarnos la situación del te-
ma en nuestra Jurisprudencia post-
constitucional, con la clara adverten-
cia de sus escasas divergencias res-
pecto al marco conceptual precedente.
Con todo, son estas páginas de un gran
valor, pues demuestran que este con-
junto de técnicas abstractas y dogmas
etéreos se reduciría a la nada si fuera
imposible reconducirlo a la realidad
de la vida jurídica, al caso concreto, a
su uso por los tribunales. Y esto es lo
que nos muestra el autor, que recopila
y sistematiza casi medio centenar de
sentencias de nuestro Tribunal Supre-
mo, descubriéndonos el carácter con-
tradictorio, la falta de nitidez, la
asimetría y la inconsecuencia que tan-
tas veces caracteriza a ese mínimo con-
trol al que también se atienen nuestros
jueces, siempre cautelosos ante el po-
der administrativo, al que en ningún
caso deben pretender invadir y por su-
puesto sustituir, aunque en algunas
ocasiones, las menos eso sí, se haya
afrontado con gallardía un control nor-
mal o plenario de ciertas facultades
administrativas.

El estudio jurisprudencial se estruc-
tura en los siguientes bloques temáti-
cos: juicios pedagógicos y declaracio-
nes de aptitud o idoneidad profesio-
nal (1), ejercicio de la potestad de

planeamiento, reglamentaciones e in-
tervenciones económicas, medidas re-
lativas a la organización de los servi-
cios públicos y medidas de policía. Al
hilo de cada uno de estos temas, van
surgiendo las diversas técnicas idea-
das con el propósito de reducir, en la
medida de lo posible, la irrevisabilidad
de los juicios administrativos, técni-
cas a cuyo estudio —siquiera a gran-
des rasgos—• no renuncia el Profesor
FERNÁMDEZ RODRÍGUEZ, volviendo so-
bre las sabidas cuestiones de la
discrecionalidad técnica, el control de
los elementos reglados, la desviación y
el exceso de poder, la técnica del ba-
lance costes-ventajas, la peculiaridad
de los conceptos jurídicos indetermi-
nados respecto al poder discrecional,
el control de los hechos determinan-
tes, el control de fondo por los princi-
pios generales del Derecho, etc.

Tras este detallado análisis, el autor
se pregunta por el motivo que ha podi-
do conducir a tal versatilidad y contra-
riedad, llegando a la conclusión de que
no ha sido otro que la «mezcla incons-
ciente de los viejos tópicos y los nue-
vos principios» (pág. 97), al haber traí-
do a nuestro moderno Derecho —sin
una mínima revisión— unas teorías
nacidas un siglo atrás, bajo unos
condicionamientos totalmente distin-
tos a los actuales. Este hecho ha pro-
vocado un sincretismo que el Profesor
no duda en calificar de insostenible.
Por ello, urge la «necesaria inversión
del planteamiento tradicional» (pág.
101), el liberarnos de una vez por to-
das del lastre de los grandes dogmas
heredados que siguen protagonizando
la historia de nuestras instituciones
—y quizá con más infortunio en este
tema de la discrecionalidad que en cual-
quier otro—.

Tal y como nota el autor, lo que ayer
fue excepción es hoy la regla, y nues-
tra Carta Magna impone indefectible-
mente y cuanto antes un cambio radi-
cal de perspectiva: «La teoría del po-
der discrecional de la Administración

(1) Véase sobre este tema el reciente
estudio de José Luis PlÑAR MAÑAS, El pleno
control jurisdiccional de los concursos y
oposiciones, revisando el viejo dogma de
la soberanía de los Tribunales de concursos

y oposiciones, en el que podemos encontrar
interesantes reflexiones sobre este capítulo
(«Documentación Administrativa», núm.
220, págs. 136 a 178).
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debe construirse de nuevo, de arriba a
abajo, a partir de los principios que
consagra la Norma Fundamental» (pág.
103).

Para la nueva construcción dogmáti-
ca de la discrecionalidad administrati-
va —y, hay que advertirlo, no con la
intención de eliminar tal poder, ni tan
siquiera de estrecharlo, sino más sen-
cillamente, de reconducirlo a sus jus-
tos términos—, el autor toma como
punto de partida el principio de
interdicción de la arbitrariedad de los
poderes públicos consagrado en el ar-
tículo 9.3 de la Constitución.

De acuerdo con el propio autor, hay
que reconocer lo antagónico de los dos
conceptos que dan título al libro, arbi-
trariedad y discrecionalidad, que en
ningún caso deben confundirse. La
barrera entre una y otra estará, en pri-
mer lugar, en el cumplimiento del re-
quisito formal de motivación de los
actos discrecionales y, segundo, en la
constancia de una justificación objeti-
va, de una fundamentación adecuada
de la decisión que se adopte para el
caso concreto que, si bien no estaría
sujeta a un molde preestablecido, de-
berá ser tanto más cauta y meditada
cuanto mayor sea el grado de libertad
estimativa concedido a la Administra-
ción.

Esta distinción aparece, a su vez,
estrechamente conectada con el emba-
razoso dilema entre legalidad y opor-
tunidad, que queda reducido a un puro
paralogismo, pues la discrecionalidad
no es, en la actualidad, un originario
ámbito de autonomía de la Adminis-
tración, sino la consecuencia de una
consciente remisión normativa; en otras
palabras, la Administración como po-
der funcional carece per se de libertad
para actuar autoritariamente, ya que
su ámbito de discrecionalidad lo po-
see no porque la ley calle, sino porque
la ley así lo quiere.

De tal modo depurado el debate, ya
sólo resta interrogarse sobre los pode-
res de sustitución del juez ante una
decisión administrativa disconforme
con el ordenamiento, cuestión a la que
el autor da una sencilla pero derecha
solución a partir del artículo 24 de la
Constitución. Y es que la tutela judi-

cial efectiva conlleva, sin más, el res-
tablecimiento en todo caso de las si-
tuaciones jurídicas alteradas, bien di-
rectamente en la propia sentencia, bien
indirectamente consignando en ella las
bases para su posterior ejecución. Pero
aun así podría surgimos un nuevo
interrogante, porque ¿sugiere esto im-
plícitamente un poder de sustitución
pleno al modo del giudizio di ot-
temperanza italiano o más bien nues-
tra Constitución simplemente nos
muestra la posibilidad y la licitud de
que estas facultades sustitutivas sean
usadas por el juez cuando fuere nece-
sario? Con el autor, opinamos que el
problema se traslada a un plano es-
trictamente casuístico y fáctico: el juez
podrá operar la sustitución en la me-
dida en que disponga de elementos de
juicio suficientes para realizar una crí-
tica fundada y una valoración de las
circunstancias concurrentes; unas ve-
ces será más fácil, otras más difícil,
pero lo fundamental es que puede ha-
cerse y que nada impide que se ha-
ga (2):

Este trabajo concluye con una breve
y ejemplar reflexión, que por su elo-
cuencia no nos contenemos de trans-
cribir. En ella se vislumbra una espe-
ranza, pero también una severa adver-
tencia: «En este nuevo contexto el De-
recho Administrativo, así reequilibrado,
sigue teniendo un papel decisivo que
jugar en la realización del Estado de
Derecho. Seguirá siendo la sombra del
Estado iluminada por la luz del siglo...
pero a la nueva luz de nuestros días,
en las propias vísperas de un siglo tam-
bién nuevo, la sombra ha de perder
progresivamente los perfiles opresivos
que todavía conserva. De ello depen-
de, además —conviene no olvidarlo—,
su propia justificación y, por lo tanto,
su supervivencia» (pág. 130).

Nuria GARRIDO CUENCA

(2) Remitimos al lector interesado al
análisis que sobre este tema se realiza por
Miguel BELTRÁN DE FELIPE en «Las
exigencias constitucionales de una nueva
concepción del contencioso-adminis-
trativo» (Libro Homenaje al Profesor García
de Enterría, tomo IV).
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GARCÍA DE ENTERRÍA, Eduardo: Hacia
una nueva justicia administrativa, 2.a
ed. ampliada, Ed. Cívitas, Madrid,
1992.
La batalla por las medidas cautelares.
Derecho comunitario europeo y pro-
ceso contencioso-administrativo espa-
ñol, Ed. Cívitas, Madrid, 1992.

I. El 2 de marzo de 1962, el profe-
sor GARCÍA DE ENTERRÍA pronunciaba
en la Facultad de Derecho de la Uni-
versidad de Barcelona una conferen-
cia que se convertiría en una de las
aportaciones teóricas más brillantes y
determinantes en el panorama recien-
te de nuestro derecho público. Aque-
llas palabras, publicadas luego bajo el
título de La lucha contra las inmunida-
des del poder, terminaban con la si-
guiente reflexión dirigida a los alum-
nos asistentes: «Al concluir este análi-
sis hemos de expresar nuestra espe-
ranza en que la lucha por el Derecho,
esa gran empresa de todos los juristas,
a la que desde que salgáis de estas
aulas, alumnos organizadores de este
acto, vais a ser personalmente convo-
cados, concluya pronto para lograr esa
ambiciosa, alta, pero necesaria cota de
todo Estado de Derecho que es la de
instrumentarse como un Estado de jus-
ticia, pero entendiendo esta palabra
no en cualquier sentido impreciso o
retórico, sino precisamente como jus-
ticia judicial plenaria.»

Estas bellas frases, acompañadas por
la fuerza de la convicción personal con
que se expresaban (y recordemos que
era el año 1962), han constituido tam-
bién el nervio vital ejemplar de quien
las pronunció. La lucha por el dere-
cho, entendida no como algo abstrac-
to, sino como un compromiso perso-
nal para hacer realidad una sociedad
libre y justa, ilumina el camino reco-
rrido.

Hoy, en 1992, el profesor GARCÍA DE
ENTERRÍA vuelve de nuevo a la arena
para iniciar otra batalla que permita
hacer realidad aquel objetivo de con-
seguir una justicia judicial plenaria. Y
en esta apasionante tarea nos admira
de igual modo el objetivo perseguido
como el brillo del arma utilizada. La
Constitución, la jurisprudencia más

reciente del Tribunal de Justicia de la
Comunidad Europea y los nuevos prin-
cipios de un derecho administrativo
comunitario en ciernes son los mim-
bres con los que se afronta este nuevo
reto. Al final la batalla parece ganada,
pues no cabe duda que se ha consegui-
do el fin perseguido, «arrastrarnos ha-
cia nuevos objetivos de la justicia ad-
ministrativa».

II. Insistiré de nuevo en las pala-
bras de GARCÍA DE ENTERRÍA pronun-
ciadas en 1962: justicia judicial plena-
ria. En aquel momento la lucha se plan-
teó para reducir los ámbitos exentos,
los reductos de poder inmunes al con-
trol de los tribunales. Hoy, la Constitu-
ción consagra ya el sometimiento ple-
no de todo el actuar administrativo al
control judicial. La batalla se ha gana-
do, pero no por ello cabe enfundar el
arma. Ya nadie niega al administrado
el derecho de acción, el poder acudir a
los Tribunales en demanda de justicia
cuando ve lesionada su esfera perso-
nal por el actuar administrativo. Pero
¿esta acción comporta en todo caso
una tutela judicial efectiva?; ¿no debe-
rá evitarse el aceptar acríticamente la
convivencia con una justicia teórica,
llamando la atención sobre la necesi-
dad de una justicia práctica, o en tér-
minos de la propia Constitución, justi-
cia efectiva? Este es el planteamiento
que guía los libros que comentamos a
partir de lo que se define como el nue-
vo paradigma de la justicia adminis-
trativa.

El punto de partida que domina toda
la reflexión es la afirmación de que la
justicia administrativa es una justicia
que tutela derechos e intereses legíti-
mos, posiciones subjetivas. Siendo ello
así, deben desaparecer los límites que
impidan hacer realidad esta función,
límites derivados del mismo origen his-
tórico de esta jurisdicción. Como se
nos recuerda en la Introducción de
Hacia una nueva justicia administrati-
va, el sistema contencioso-administra-
tivo español es fruto de un pacto. La
admisión de la justicia delegada sólo
fue posible introduciendo al mismo
tiempo determinadas medidas que hi-
cieran inofensivo el nuevo sistema de
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control. La ejecutividad de los actos y
el efecto no suspensivo de los recur-
sos, y el mantenimiento en manos de
la propia Administración de la potes-
tad de ejecutar las Sentencias, fueron
la moneda de cambio del acuerdo.

La situación descrita no puede sos-
tenerse en el marco de la Constitución
de 1978, pues el reconocimiento como
derecho fundamental de la tutela judi-
cial efectiva obliga a dar todo su con-
tenido a un sistema de protección de
situaciones subjetivas, que ya no pue-
de de ningún modo mantener los arras-
tres de un proceso nacido como revi-
sor de actos administrativos. Esta
constatación lleva a residuar la posi-
ción del ciudadano y la Administra-
ción, debiendo destacarse, a mi juicio,
de la aportación del profesor GARCÍA
DE ENTERRfA dos elementos. Por un
lado, la articulación de todo el proceso
discursivo a partir del contenido de un
precepto constitucional que en tanto
contiene la definición de un derecho
fundamental juega en posición prefe-
rente para la interpretación de todo el
ordenamiento jurídico. Por otro, el bri-
llante análisis de la crisis del sistema
de justicia administrativa en Francia,
modelo tradicional entre nosotros, que
se enfrenta a una idéntica problemáti-
ca a partir también de las aportacio-
nes de su justicia constitucional. Ya
no hay modelos indiscutibles, el Rey-
está desnudo, y hay que empezar a
construir de nuevo.

Construcción de nuevos principios y
técnicas a partir también de nuevos
instrumentos (el profesor GARCÍA DE
ENTERRÍA nos abre horizontes también
en relación a los mimbres con los que
trabajar). La justicia constitucional se
convierte así en punto de referencia
inexcusable para la construcción de la
nueva justicia administrativa. El po-
der creativo, se afirma, está hoy en la
justicia constitucional y ya no en el
Consejo de Estado. Afirmación cierta
cuando de lo que se trata es de definir
el nuevo papel de la justicia adminis-
trativa dentro de la estructura del Es-
tado de Derecho, resituar esta justicia
en bloque de modo que pueda dar con-
tenido a un mandato constitucional:
que la justicia sea en todo caso electi-

va. El Consejo de Estado puede crear
las reglas propias del derecho admi-
nistrativo a partir de lá resolución de
casos concretos, pero difícilmente pue-
de ir más allá, configurando su propia
posición dentro del sistema constitu-
cional. La visión global del problema
de la justicia como un todo, no la justi-
cia del pleito en concreto, exigía esta
ascensión a los principios constitucio-
nales para determinar a partir de los
mismos el nuevo valor de los privile-
gios tradicionales de la Administración
dentro del proceso contencioso. Y esta
ascensión es la que nos facilita el libro
del profesor GARCÍA DE ENTERRÍA.

El otro pilar sobre el que se asienta
la nueva configuración jurídica de la
justicia administrativa es el derecho
administrativo europeo, que paulati-
namente se va creando por el Tribunal
de Justicia de Luxemburgo. La falta de
normas procesales precisas y la utili-
zación de los principios de los diver-
sos ordenamientos nacionales lleva a
configurar unas nuevas reglas del pro-
ceso contencioso con un claro anclaje
en los textos constitucionales. A partir
de aquí se elaboran principios genera-
les que luego se aplicarán en la resolu-
ción de los casos concretos, principios
que hoy asume ya nuestra propia juris-
prudencia interna.

III. La lentitud de los procesos ju-
diciales, común en todos los países de
nuestro ámbito cultural, se ha conver-
tido en uno de los problemas más
acuciantes de la justicia administrati-
va. La justicia tardía no es justicia, y
más cuando el demandante acude en
posición de ejecutado por la eficacia
inmediata de las decisiones adminis-
trativas. Como dijo el procesalista ita-
liano, la sentencia se convierte así en
el guardia de la ópera bufa que llega
siempre tarde.

Esta realidad, sobre la que no es pre-
ciso insistir, es la que motiva la espe-
cial preocupación del profesor GARCÍA
DE ENTERRÍA en relación a la regula-
ción de las medidas cautelares en nues-
tro sistema. La efectividad de la justi-
cia reclama un nuevo planteamiento
sobre la tipología y alcance de tales
medidas, pues sólo así podrá compen-
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sarse un retraso en dictar Sentencia
que parece poco menos que inevitable.
Ciertamente, cabe replantear la mis-
ma ejecutividad y ejecutoriedad de los
actos administrativos, tratar de hacer
más eficaces los recursos administra-
tivos o buscar reformas organizativas
que permitan a los juzgados y salas de
lo contencioso-administrativo actuar
con mayor celeridad. Todo ello es po-
sible y conveniente. Pero aun así, el
proceso judicial reclama un tiempo y
el acto administrativo una eficacia ju-
rídica inmediata en muchas ocasiones.
Por ello, la tutela judicial efectiva exi-
ge plantear desde nuevas perspectivas
el tratamiento de las medidas caute-
lares.

Este nuevo planteamiento, definido
ahora como «batalla», es el que abor-
da el citado profesor, impulsado, como
él mismo reconoce, por las batallas
paralelas que se iban desarrollando en
otros ordenamientos. Y éste es el dato
singular de este apasionado libro. Al
filo de las resoluciones del Tribunal de
Justicia de la Comunidad Europea, del
Tribunal de Derechos Humanos de
Estrasburgo y de los Tribunales de lo
Contencioso-administrativo de nuestro
país, se plantea la lucha contra el abu-
so de los procesos y la defensa de una
tutela judicial efectiva.

El objetivo a conseguir nos viene dado
en este caso por un principio juris-
prudencial: la necesidad del proceso
para obtener razón no debe debe con-
vertirse en un daño para quien tiene la
razón. La técnica con la que trabajar
es la institución de las medidas cau-
telares, y de nuevo el impulso de las
reformas se encuentra en el derecho
constitucional a una justicia efectiva.

Desde esta perspectiva, el libro co-
mentado pasa revista a diversas reso-
luciones judiciales en las que se ha
avanzado en la interpretación del al-
cance de la medida cautelar clásica de
la suspensión o bien se han abierto
caminos para la introducción de medi-
das positivas cautelares. En todas ellas
la preocupación es común. Evitar el
periculum in mora y conseguir que la
Sentencia hiciera justicia (en las reso-
luciones judiciales comunitarias se aña-
de a esta preocupación la defensa de

la prevalencia del derecho europeo).
Muchas son las reflexiones de inte-

rés que se contienen en las páginas del
libro que comentamos, así como son
también muchas las propuestas con-
cretas que se articulan, alguna de las
cuales ya ha tenido su traducción prác-
tica en Autos del Tribunal Supremo.
Pero yo deslacaría lo que entiendo es
el núcleo central de los diversos co-
mentarios jurisprudenciales, la tesis de
fondo del autor y, como tal, la aporta-
ción de mayor interés y más suscepti-
ble de generar polémica.

La tesis de fondo se basaría en las
siguientes afirmaciones. Dentro del
proceso contencioso-administrativo las
partes están en condición de igualdad;
el recurrente acude amparado por el
derecho a una tutela judicial efectiva,
lo que exige en principio mantener
inalterado el objeto del proceso. La
medida cautelar debe otorgarse aten-
diendo únicamente a este fin, garanti-
zar la efectividad de la Sentencia.

Si éste es el fin y las partes son de
igual condición, la única causa a tener
en cuenta para otorgar o denegar la
suspensión solicitada es considerar la
apariencia de buen derecho, sin que
tenga entrada posible la ponderación
del interés público. El principal inte-
rés público está en asegurar la digni-
dad de la persona y de los derechos
inviolables que le son inherentes.

El giro con respecto a la situación
anterior puede ser radical, pues obli-
gará a los Tribunales a una arriesgada
apreciación del buen derecho y negará
a la Administración el privilegio de la
presunción de validez de sus decisio-
nes. El casuismo judicial, que seguirá
siendo importante, ya no se articulará
sobre tipos de actos administrativos,
sino sobre el contenido y fundamen-
tación de las demandas en cada caso
concreto. En todo caso, la posición del
justiciable pasa a un lugar preeminen-
te y la Administración sólo podrá con-
trarrestar tal posición aduciendo una
actuación plenamente ajustada a de-
recho.

Ciertamente, hay otras cuestiones que
también poseen un interés remarcable
en torno a la temática de las medidas
cautelares, v a ellas se refiere el autor
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en sus comentarios. Así, por ejemplo,
la necesaria introducción de medidas
cautelares positivas, o la temática re-
lativa al momento en el que deban
adoptarse las medidas cautelares. So-
bre esta última cuestión creo de inte-
rés llamar la atención sobre el carác-
ter informal y extraordinariamente rá-
pido de las piezas separadas de sus-
pensión en los procesos comunitarios.

IV. Pero volvamos ya, para termi-
nar, al principio. La tutela judicial ple-
naria reclama hoy como principio com-
plementario la tutela judicial efectiva.
Sometimiento pleno y efectivo de la
Administración al derecho, como pos-
tulados constitucionales que se contie-
nen en los artículos 24 y 103.1 de la
Constitución. Enlazando con su obra
de 1962, el profesor GARCÍA DE ENTE-
RRÍA nos ofrece en los libros que co-
mentamos un espléndido ejercicio de
reflexión sobre los límites actuales de
nuestra justicia administrativa, apor-
tando al mismo tiempo los elementos
de juicio necesarios para poder dar
contenido a los postulados constitu-
cionales. A nosotros, deudores de tan
ingente esfuerzo personal, nos corres-
ponde implicarnos en la misma ba-
talla.

Joaquín TORNOS MAS

HERNÁNDEZ MARTÍN, Valeriano: Inde-
pendencia del Juez y desorganización
judicial, Ed. Cívitas, Madrid, 1991,
213 págs.

Bajo el ya de por sí expresivo título
Independencia del Juez y desorganiza-
ción judicial, HERNÁNDEZ MARTfN abor-
da una cuestión que desde hace ya años
ronda la mente de todos, la tan traída
y llevada crisis de la Administración
de Justicia, que ha provocado, nunca
mejor dicho, verdaderos ríos de tinta.
Pero lo que entre tan abundante bi-
bliografía llama la atención en esta obra
no es tanto el tema a tratar, como la
forma novedosa en que se hace, con-
cretamente, a partir de la crítica a lo
que hasta hoy se consideraba dogma

de fe. En efecto, si hasta hoy se había
presentado al Juez como el garante por
excelencia de los derechos y libertades
individuales, y a la independencia ju-
dicial como su mejor e imprescindible
herramienta, paradójicamente ambos
tópicos aparecen en este libro como
causantes casi únicos de la crisis que
en la actualidad afronta la Administra-
ción de Justicia. Y ello porque, en opi-
nión de HERNÁNDEZ MARTÍN, el papel
del Juez está hipervalorado y con él la
independencia judicial, requisito que
se estima necesario para que pueda
cumplir su función. De hecho, los sis-
temas jurídicos descentralizados favo-
recen que el Juez goce de amplias po-
sibilidades de integración e interpre-
tación de las normas según principios
generales, pero también favorecen las
decisiones arbitrarias, ya que el enor-
me número de normas exige del Juez
un profundísimo conocimiento del que
normalmente carece, como demuestra
la existencia de no pocas sentencias
que aplican normas ya derogadas. Así
pues, a la vez que el Juez aumenta su
labor interpretativa de las normas, au-
menta necesariamente su labor crea-
dora.

Al lado de ello, existen numerosas
normas de alto rango que contienen lo
que el autor denomina «compromisos
dilatorios», es decir, normas redacta-
das de forma lo suficientemente ambi-
gua como para permitir diferentes op-
ciones, muchas veces incluso opues-
tas, cuya decisión final corresponde al
Juez. El Juez se erige así, como conse-
cuencia de la propia norma, en decisor
último, en aplicador de la ley, despla-
zando de este modo a la Administra-
ción en sus juicios. Por último, se pue-
de decir que cuanto más concentrado
está el poder político, cuanto más fuerte
es el aparato del Estado, y ésta parece
ser una característica indiscutible en
nuestra sociedad, la Administración de
Justicia se convierte en el refugio del
ciudadano que admite y potencia con
más ahínco la figura del Juez, como su
única posibilidad de frenar a un exce-
sivamente poderoso Ejecutivo.

Esta preeminencia general del Juez
se manifiesta, más concretamente, en
una situación de verdadera suprema-
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cía del Juez sobre el Poder Ejecutivo y
sobre el propio Poder Legislativo que,
en su opinión, no es ni mucho menos
deseable. Se entiende o, mejor dicho,
se malentiende —argumenta el autor—
que el control judicial de la Adminis-
tración sólo es efectivo cuando el Juez
no tiene vetado el enjuiciamiento de
determinados ámbitos de actividad del
ejectutivo; ello ha provocado ni más ni
menos que la sustitución de la discre-
cionalidad administrativa por la dis-
crecionalidad judicial, con la agravante
de que mientras la discrecionalidad
administrativa se mueve dentro del es-
trecho margen que permiten las nor-
mas, la discrecionalidad judicial actúa
dentro de las ilimitadas posibilidades
que brindan los principios y normas
constitucionales. En el salto de lo ge-
neral a lo particular que supone la apli-
cación de la norma, hay siempre una
intervención del criterio personal del
Juez que no se reduce al hallazgo de la
única solución posible; en ninguna ca-
beza cabe, continúa HERNÁNDEZ MAR-
TÍN, que cuando el Juez revoca la acti-
vidad de la Administración lo hace por-
que ésta no ha acertado con la única
solución legalmente posible; es más, el
que los jueces de lo contencioso-admi-
nistrativo determinen el contenido de
los conceptos jurídicos indeterminados
significa inexorablemente que preva-
lezca la decisión de un ignorante fren-
te a la de un experto. El control de la
discrecionalidad administrativa a tra-
vés de los principios generales del De-
recho no es, en consecuencia, una ga-
rantía material de feliz resultado, sino
un cambio de sujeto revisor. Las con-
secuencias de tan «nefasta» concep-
ción no se han hecho esperar y en la
práctica el control judicial de la discre-
cionalidad ha supuesto la proliferación
de sentencias contradictorias que sólo
tras grandes esfuerzos consiguen ser
reducidas a la unidad con criterios
jurisprudenciales a menudo tan discu-
tibles como los abandonados. La fe en
los tribunales se basa, en resumen, en
que éstos son una instancia decisoria
más, sin que sean en sí mismos una
garantía de que la sentencia tenga que
ser justa; por ello, concluye el autor,
de nada sirve dotar de más poderes a

quienes ni siquiera saben administrar
los que tienen.

Pero también el Juez se sitúa por
encima del Poder Legislativo. En pri-
mer lugar, a través del papel que jue-
gan los principios generales del Dere-
cho cuya aplicación ha supuesto una
ampliación de la discrecionalidad ju-
dicial con la consiguiente disminución
de la vinculación del Juez a la norma;
en segundo lugar, a través de la propia
Constitución, de la que el Juez directa-
mente deduce los principios generales
que luego aplicará aun cuando exista
una norma expresa; ello ha supuesto
un aumento de la incertidumbre e in-
seguridad jurídica porque incluso la
norma fundamental contiene manda-
tos ambiguos e imprecisos que admi-
ten interpretaciones diversas. Asimis-
mo, los Tribunales han de utilizar la
Constitución como criterio interpre-
tativo en leyes obsoletas para que pue-
dan ser adecuadas a la realidad social.
De esta forma, el fin que se pretendía
con la directa aplicabilidad de la Cons-
titución, que no era otro que la vincu-
lación a ella de todos los poderes pú-
blicos, no se ha conseguido y, lejos de
ello, ha permitido que el Juez se desvin-
cule de la norma doblegándola a su
propia voluntad. Manifestaciones con-
cretas de ello son, por ejemplo, la crea-
ción judicial del derecho, es decir, el
nulo valor vinculante del precedente
jurisprudencial del que el Juez puede
apartarse a su antojo sin que frente a
ello quepa alegar una discriminación
contraria al principio de igualdad.

Finalmente, la supremacía del Poder
Judicial ha terminado por imponerse
aun en contra de los propios particula-
res, ya que del proceso antaño conce-
bido como la garantía del justiciable y
límite de las facultades judiciales, se
ha convertido hoy en un monumento a
la independencia judicial. Esta tras-
cendental modificación ha tenido una
doble consecuencia: si, por una parte,
se favorece la posibilidad de que el
Juez ejerza su poder tutelar evitando
que defectos puramente formales pue-
dan cerrar el camino a la tutela judi-
cial efectiva, de otra, se favorece al
aumento del poder del Juez con la con-
siguiente merma de las garantías del
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justiciable que debe enfrentarse al po-
der excesivamente libre del órgano ju-
dicial. Las consecuencias, en opinión
del autor, no pueden ser más negati-
vas: la tutela judicial efectiva se ha
cargado en exceso de significado polí-
tico y el Juez aparece dotado de un
excesivo margen de libertad sin el con-
trapeso que supone la existencia de un
mecanismo de garantía que proteja al
justiciable frente al abuso o mal uso
que el Juez pueda llegar a hacer de tan
amplio margen de libertad.

Pero los argumentos que tan brillan-
temente expone HERNÁNDEZ MARTÍN,
algo exagerados por cierto, admiten
réplica en contrario. En primer lugar,
el autor olvida mencionar cómo a pe-
sar de la supremacía, en su opinión
excesiva, del poder judicial sobre los
restantes poderes, la Administración,
ayudada por el legislativo, consigue
evadir sistemáticamente el control ju-
risdiccional, al sujetar su actividad al
derecho privado. Además, en segundo
lugar, hay que destacar el hecho de
cómo la Administración se aprovecha
de esta situación de verdadero caos de
la Administración de Justicia para abu-
sar del administrado, y así ejecuta
rápica y, en ocasiones, temerariamen-
te sus resoluciones, a la espera de que
el Juez, años después, revise o confir-
me su legalidad, e inejecuta las sen-
tencias condenatorias amparándose en
el principio de inembargabilidad de sus
bienes.

En tercer lugar, el autor no nos ex-
plica las causas por las cuales se ha
producido esta «explosión judicial» de
tan graves consecuencias. Y quizá esta
falta de explicación se debe a que el
autor no se atreve a reconocer que ese
judicialismo extremo se debe a la Cons-
titución, que ha situado a los jueces, a
todos y cada uno de ellos, y al sistema
judicial en su conjunto, por encima de
los demás poderes. Baste considerar
que la Constitución ha consagrado por
primera vez el derecho a la tutula judi-
cial efectiva (art. 24) como un derecho
fundamental en los más amplios tér-
minos, derecho que resulta reforzado
en los artículos 106 y \Si.c), relativos
al control judicial de la Administra-
ción. Por si ello fuera poco, sobre to-

dos los poderes se ha organizado una
nueva jurisdicción, la constitucional.
Desde estas premisas han saltado para
el Juez contencioso-administrativo y
para el Juez penal y civil los antiguos
límites al enjuiciamiento pleno de la
actividad administrativa (autorizacio-
nes previas para procesar a los funcio-
narios, prejudicialidad administrativa
en el proceso penal, discrecionalidad
técnica de la Administración, concep-
ción amplia del acto político y listas
de actos exentos de control) son ya
historia del Derecho.

Abierta la brecha, el judicialismo ha
penetrado en las disputas entre admi-
nistraciones para garantizar la descen-
tralización política, y en el interior de
los órganos colegiados (art. 63.1.fo de
la Ley reguladora de las Bases de Ré-
gimen Local). Todo, hasta la organiza-
ción administrativa, se ha judicializado.
La Administración ni siquiera puede
ya defender con ventaja su posición en
el sistema de conflictos desde que la
Ley Orgánica 2/1987, de 18 de mayo,
atribuyera su resolución a un órgano
colegiado que preside, con voto de ca-
lidad, el Presidente del Tribunal Su-
premo y del que forman parte tres
Magistrados del mismo Tribunal y tres
Consejeros permanentes de Estado.

De otro lado, la «anarquía judicial»
es consecuencia directa del dogma de
la independencia judicial que se predi-
ca no del sistema judicial o de cada
orden jurisdiccional, sino de cada Juez,
cuyas resoluciones pueden ser corre-
gidas por el Tribunal superior, sin aca-
rrearle nunca la menor responsabili-
dad personal, pero esa concepción de
la independencia judicial también está
en la Constitución y en la jurispruden-
cia del Tribunal Constitucional.

En definitiva, un libro denuncia muy
bien trabado, pero que no explica en
términos históricos la mutación pro-
ducida en nuestro ordenamiento, qui-
zá porque ello le obligaría a una críti-
ca del constituyente y a postular una
revisión del texto constitucional. Y esto
sí que es harina de otro costal.

Silvia DEL SAZ
Profesora titular

de Derecho Administrativo
de la UNED

452



RECENSIONES Y NOTICIA DE LIBROS

MALARET I GARCIA, Elisenda: Régimen
jurídico-administrativo de la recon-
versión industrial, Ed. Cívitas, Ma-
drid, 1991.

I

La situación de crisis económica pue-
de afectar a determinados procesos
productivos, cuyo funcionamiento de-
ficiente incide negativamente en el de-
sarrollo económico del país. Es por ello
que el Estado se ve en la obligación de
intervenir con el fin de reestructurar
dichos sectores económicos, porque a
él le corresponde la responsabilidad
de garantizar el correcto funcionamien-
to del sistema económico en su totali-
dad, para lo que deberá encauzar con-
venientemente las decisiones económi-
cas tanto de los agentes públicos como
de los privados. Y un instrumento útil
para la solución de la crisis de deter-
minados procesos productivos es la
política de reconversión industrial,
medida de carácter estructural que
abarca a todo un sector económico
imponiendo una acción global y de con-
junto.

Pues bien, el libro de E. MALARET
que comentamos está dedicado al es-
tudio jurídico-administrativo de esta
política de reconversión, que cobra ple-
na actualidad por plantearse en estos
momentos la necesidad de una nueva
reconversión industrial (1) de sectores
«atrasados», como la minería o la cons-
trucción naval —afectando notablemen-
te a determinadas Comunidades Autó-
nomas—, sumidos en una crisis estruc-
tural de difícil solución, incompatible
con el objetivo fundamental de un Mer-
cado interior único, fijado por la Co-

(1) Con anterioridad, los principales
sectores sobre los que ha recaído la decla-
ración de reconversión industrial son los
siguientes: sector de fabricación de electro-
domésticos de línea blanca; sector de
fabricación de aceros especiales; sector
siderúrgico integral; sector textil; sector
de fabricación de equipos eléctricos para
la industria de la automoción; sector de la
construcción naval; sector de semitrans-
formados del cable y sus aleaciones; sector
de componentes eléctricos, y sector fabri-
cante de fertilizantes.

munidad Económica Europea para el
1 de enero de 1993 (2). Pero el interés
del libro radica no solamente en la ac-
tualidad del tema, sino, sobre todo, en
la calidad científica del mismo. Nos
encontramos ante un excelente trabajo
de investigación, con abundante infor-
mación bibliográrica, no sólo jurídica
sino económica, que es utilizada con
gran soltura para, a la vez que profun-
dizar, dotar de claridad y precisión a
la exposición, pudiéndose afirmar que
con dicho trabajo se cierran las posi-
bilidades de estudio jurídico-adminis-
trativo de la política de reconversión
industrial. Además, E. MALARET, en este
estudio monográfico, aborda con gran
brillantez las distintas categorías jurí-
dico-administrativas que necesariamen-
te han ido apareciendo en el estudio
de los distintos aspectos de la recon-
versión industrial.

II

Nuestra Constitución de 1978 ha con-
sagrado, a nuestro juicio, un sistema
económico determinado: el modelo de
economía social de mercado (3). Ello
implica que los poderes públicos tie-
nen la obligación no sólo de respetar
determinadas situaciones jurídico-pri-

(2) Sobre la dimensión de la idea de
un mercado interior único europeo, ver,
por todos, A. MATTERA, El Mercado Único
Europeo. Sus reglas, su funcionamiento,
Ed. Cívitas, Madrid, 1990, págs. 41-52.

(3) Así parece ser aceptado en la
actualidad por la mayoría de la doctrina.
Entre otros muchos, pueden verse los
siguientes: S. MARTIN-RETORTILLO, Derecho
Administrativo Económico, I, Ed. La Ley,
Madrid, 1988, págs. 75 y ss.; MARTÍN
MATEO, Derecho Público de la Economía,
Ed. Ceura, Madrid, 1985, págs. 27-36;
ENTRENA CUESTA, «El principio de libertad
de empresa», en el libro colectivo El Modelo
económico en la Constitución española, vol.
I, IEE, Madrid, 1981, pág. 103; S. MUÑOZ
MACHADO y BAÑO LEÓN, «Libertad de
empresa y unidad de mercado», en el libro
colectivo La empresa en la Constitución,
Aranzadi, Pamplona, 1989, pág. 217, y FONT
y GALÁN, Constitución Económica y derecho
de la competencia, Tecnos, Madrid, 1987,
págs. 165 y ss.
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vadas, sino que deben, además, adop-
tar las estrategias y decisiones perti-
nentes para llevar a efecto los objeti-
vos que se desprenden de la Constitu-
ción (4). Corresponde, por tanto, al
Estado intervenir en la actividad eco-
nómica cuando así lo requiere el inte-
rés general, por tratarse éste de un
principio general constitucional que
debe presidir cualquier medida de in-
tervención estatal (5). Además, sin ob-
viar los inevitables trasfondos políti-
cos, toda opción de intervención en la
economía (6) por parte de los poderes
públicos debe estar en función de fac-
tores de muy diversa índole, entre los
que podemos destacar, por su trascen-
dencia, la capacidad financiera del
Estado y la capacidad de gestión de la
Administración (7). Dicha intervención

(4) Ver en tal sentido MARTÍN MATEO,
«Larga marcha hacia la liberalización de
la economía española», en Libro Homenaje
a Villar Palasí, Cívitas, Madrid, 1989, pág.
727. Sobre e\ carácter imperativo respecto
a la actuación conformadora del Estado,
consultar L. PAREJO ALFONSO, Estado Social
y Administración pública, IEAL, Madrid,
1983, págs. 50 y ss.

(5) El interés general, como principio
constitucional justificador de la inter-
vención estatal, cumple una función ideoló-
gica muy clara: la de ser cobertura indis-
pensable en el ejercicio de todo poder
estatal. Sobre el papel de la ideología del
interés general, ver el trabajo de J. CHF.VA-
LIER, «Reflexions sur l'ideologie de l'interet
general», volumen colectivo, PUF, vol. I,
París, 1978, págs. 11 y ss. Sobre esta misma
cuestión, consultar también el trabajo de
BERMEJO VERA, El interés general como pa-
rámetro de la jurisprudencia constitucional,
«Revista Vasca de Administración Pública»,
núm. 10, vol. II, págs. 106 y ss.

(6) Consideramos, con GIAVNINI, que
cualquier ordenamiento jurídico, por el solo
hecho de ser tal, es intervencionista, en
cuanto supone un condicionamiento del
ámbito de lo privado, con independencia
de la dimensión del mismo. Por ello, como
afirma GIANNINI, lo verdaderamente impor-
tante es conocer el régimen regulador de
las potestades ejercitadas por los poderes
públicos y de las garantías para los sujetos
privados. El poder público. Estado y Admi-
nistraciones públicas, Cívitas, Madrid, 1991,
págs. 17-22.

(7) La necesidad de tener en cuenta

puede y debe consistir, ineludiblemen-
te, en una economía social de mercado
orientada a la satisfacción de la «pro-
cura existencial» (8) de los ciudada-
nos, en una dirección de las activida-
des económicas que permita a la Ad-
ministración orientar la política eco-
nómica del país (9). Para ello el Esta-
do dispone de distintas opciones que
van desde la reserva al Estado de las
actividades económicas (10) a su con-
figuración como actividad «reglamen-
tada», o lo que es lo mismo, minucio-
samente regulada en su totalidad y con
carácter especial en sus precios (11),

estos factores es destacada por AR1ÑO G*R-
TIZ, «La empresa pública», en el libro co-
lectivo El modelo económico en la Consti-
tución española, ob. cit., vol. II, págs. 11 y ss.

(8) El concepto «procura existencial»
(Dasseinvorsorge), acuñado por FORSTHOFF,
ha recibido gran aceptación por cuanto a
través de dicho concepto se marca la misión
del nuevo Estado Social y Democrático
frente a sus ciudadanos. Sobre el tema,
ver el trabajo de L. MARTÍN-RF.TORTII.LO,
La configuración jurídica de la Adminis-
tración pública y el concepto de «Dassein-
vorsorge», núm. 38 de esta REVISTA, 1962,
págs. 35 y ss.

(9) La extensión de las funciones
económicas del Estado se produce en un
doble sentido, como regulador del proceso
económico y como agente directo. Función
de regulación que, como señala E. MALARET
(pág. 74), no debe ser entendida simple-
mente en el sentido de ordenar el ámbito
de actuación de los diferentes agentes
económicos, sino en el más amplio sentido
de tarea de dirección, impulso, de estructura-
ción del desarrollo del proceso económico.

(10) Sobre el procedimiento de reser-
vas al sector público contenido en el
artículo 128.2 CE puede consultarse, por
todos, GÓMEZ-FERRER MORANT, «La reserva
al sector público de recursos y servicios
esenciales», en Libro Homenaje al Profesor
García de Enlerría, Cívitas, Madrid, 1991,
págs. 3825-3834.

(11) Este ha sido el planteamiento
anglosajón de las publics Utilities, de corte
liberal y de mercado. Sobre ello, consultar
la ya clásica obra de W. ROBSON, Industria
nacionalizada y propiedad pública, Tecnos,
Madrid, 1964. En España, por todos,
GARRIDO FALLA, Tratado de Derecho Admi-
nistrativo, vol. II, Tecnos, Madrid, 1989,
págs. 365-366.
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hasta llegar al mero control de policía.
Dependerá de cada Estado, y en con-
creto de la posición de sus respectivos
Gobiernos, la utilización de estas me-
didas interventoras en todas o en algu-
nas de las fases o ciclos de las distin-
tas actividades económicas, interven-
ción que, lógicamente, tendrá mayor o
menor alcance en función de la medi-
da utilizada (12).

Lo que es claro es que en la actuali-
dad los poderes públicos disponen de
una batería de medios que les permi-
ten intervenir en la actividad económi-
ca sin necesidad de asumir la titulari-
dad de la actividad (13). En este senti-
do, la política de reconversión indus-
trial es un exponente significativo de
esta tendencia que, como señala E.
MALARET (pág. 32), se puede caracteri-
zar por los siguientes rasgos: direc-
ción pública del proceso, no asunción
pública de actividades de producción
de bienes, paridad de trato entre em-
presa pública y empresa privada, re-
conocimiento de un ámbito de libre
decisión y organización de las unida-
des organizativas en que se encuentra
el mercado, las empresas.

III

La reconversión industrial supone,
como señala E. MALARET, el ejercicio
por el Estado de su poder de dirección
del proceso económico en un determi-
nado ámbito sectorial, la industria, y
en relación a un.número reducido de

(12) Con todo, en la actualidad se
observa cómo en casi todos los países
occidentales la tendencia es la reducción
del protagonismo estatal en el desarrollo
de la actividad económica. Así, se constata
la expansión del fenómeno privatizador,
contrario a la anterior política nacionali-
zadora, y que está suponiendo la puesta
en manos privadas de numerosas empresas
públicas. Sobre esta cuestión, ver, por
todos, MARTÍN MATEO, Liberalización de la
economía. Más Estado y menos Adminis-
tración, Ed. Trivium, Madrid, 1988, y RO-
DRÍGUEZ-ARANA, La privatización de la em-
presa pública, Ed. Montecorvo, Madrid, 1991.

(13) En este sentido, por todos, S. MAR-
TIN-RETORTILLO, Estudios de Derecho Públi-
co Bancario, Ceura, Madrid, 1987, pág. 21 .

empresas, las que pertenecen a secto-
res que deben modificar su estructura
productiva y el tipo de bienes fabrica-
dos. Este proceso de reconversión es
ordenado por el Estado en tanto que
estos sectores ocupan una determina-
da posición en la estructura económi-
ca del país. El principal objetivo de la
reconversión industrial (14) es, pues,
dirigir y facilitar los ajustes de las es-
tructuras productivas, lo que obligato-
riamente exige un planteamiento tem-
poral, la fijación de unos objetivos y
prioridades, y el mantenimiento de unas
decisiones a medio y largo plazo, lo
cual se realizará de forma integrada
dentro de algún tipo de medida de pro-
gramación. Con todo, junto al carácter
sistemático y globalizador de esta me-
dida, canalizada a través de los co-
rrespondientes planes sectoriales y,
subsiguientemente, planes individua-
les de cada empresa hay que destacar
la segunda nota característica: la vo-
luntariedad para los agentes económi-
cos afectados de acogerse a las medi-
das de reconversión (15).

(14) El objetivo general de la recon-
versión industrial es, como ha señalado J.
SEGURA, el situar la economía en con-
diciones tales que el ajuste productivo
conduzca a una posición económica compe-
titiva internacionalmente. La crisis econó-
mica como crisis industrial: la necesidad de
una estrategia activa, «Papeles de Economía
Española», núm. 15, 1983, págs. 305-316.
Objetivo que en la actualidad se ve justifica-
do por la necesidad de recuperar competi-
tividad de cara a nuestra plena integración
en la Comunidad Económica Europea.

(15) Ver FERNÁNDEZ FARRERES, en el
libro colectivo dirigido por S. MARTÍN-
RETORTILLO, Derecho Administrativo Eco-
nómico, II, Ed. La Ley, Madrid, 1991, pág.
528. Como señala este autor, en muchos
casos, acogerse a dichas medidas signi-
ficará la única posibilidad de subsistir en
el mercado. Con todo, es legítima la opción
de cesar en la actividad, pues la misma —
libertad de cesación— forma parte del
contenido esencial del derecho a la libertad
de empresa consagrado por el artículo 38
CE. Es decir, no existe ningún deber que
obligue al empresario a continuar reali-
zando indefinidamente una actividad de
carácter económico, configurándose inclu-
so (art. 37.2 CE) el derecho constitucional
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Por otro lado, por el propio carácter
de la reestructuración, que comporta
una redimensión «a la baja» de la ca-
pacidad productiva instalada y reduc-
ciones importantes de plantilla, resul-
ta conveniente el alcanzar un cierto
grado de consenso entre las partes im-
plicadas (16), que garantice la acepta-
ción de tales medidas —no olvidemos
su carácter voluntario— a la vez que
resulta necesario articular medidas
paralelas de promoción industrial en
las zonas de mayor incidencia de la
reconversión.

El régimen legal de la reconversión
industrial lo encontramos en la Ley de
Reconversión y Reindustrialización de
26 de julio de 1984 (LRR), mediante la
cual se regula la política de reconver-
sión de sectores económicos en cri-
sis (17), determinando un procedimien-
to estructurado en una serie de fases
sucesivas, que finaliza con la elabora-
ción de los planes o programas de
reconversión correspondiente a cada
empresa, dentro de las condiciones
generales establecidas en el plan sec-
torial y en el correlativo Decreto de
declaración del sector en reconversión.
El sistema descansa, por tanto, en una
actuación en «cascada» en la que la
LRR delimita el marco general, corres-
pondiendo al Gobierno, con la partici-
pación de los agentes económicos in-
teresados y de las Comunidades Autó-
nomas afectadas (18), dotar de conte-

de los empresarios a adoptar medidas de
conflicto colectivo. Sobre ello, ver, por
todos, DE GISPERT PASTOR, «La noción de
empresa en la Constitución española», en
el libro colectivo La empresa en la Consti-
tución, ob. cit., págs. 42 y ss.

(16) No obstante, aun sin la existencia
de un consenso, la Administración puede
aprobar el plan de reconversión (art. 3.1 y
2 Ley de Reconversión y Reindustria-
lización de 26 de julio de Í984).

(17) Sobre el tema, ver también JIMÉ-
NEZ BLANCO, La legislación sobre re-
conversión y reindustrialización, «REDA»,
núm. 47, 1985, págs. 355 y ss.

(18) Así lo disponen íos artículos 2.1
y 3.3 LRR, con el fin de que éstas puedan
suministrar sus previsiones acerca de la
problemática, objetivos y medios de la
reconversión, a la vez que son informadas
sobre la elaboración y negociación de los

nido a la política de reconversión, de-
terminando los objetivos a alcanzar y
especificando las medidas dispuestas
para ello.

La determinación de los objetivos y
la concreción de los medios y técnicas
a utilizar se articula a través del ins-
trumento de la planificación, que será
aprobado por Real Decreto (19). La
elección de los tipos de beneficios se
ha de realizar en función de la proble-
mática específica, de 'tal manera que,
como señala E. MALARET, si la crisis es
debida a la necesidad de reestructurar
el aparato productivo las ayudas más
indicadas serán las subvenciones (20)
proyectos de plan. En opinión de E.
MALARET, el papel asignado a las Co-
munidades Autónomas en las distintas leyes
de reconversión industrial no responde ni
a su posición constitucional ni a la función
económica que desarrollan en la concepción
actual de la política industrial.

(19) No es exigible en este supuesto
el requisito de norma legal que establece
el artículo 131 de la CE, pues, como ha
afirmado la STC 26/1986, de 20 de febrero,
«El artículo 131 de la Constitución res-
ponde a la previsión de una posible plani-
ficación económica de carácter general
como indica su propio tenor literal, y de
los trabajos y deliberaciones parlamentarias
para la elaboración de la Constitución se
deduce también que se refiere a una
planificación conjunta de carácter global
de la actividad económica. Por ello resulta
claro que la observancia de tal precepto
no es obligada constitucionalmente en una
planificación de ámbito más reducido, por
importante que pueda ser. como sucede
en el caso de la reconversión y rein-
dustrialización». Un comentario a dicha
sentencia es realizado por E. MALARET,
Algunas consideraciones en torno a la
Sentencia del Tribunal Constitucional 26/
1986, de 20 de febrero, núm. 111 de esta
REVISTA, 1986, págs. 279 y ss. Con todo, la
STC 76/1983, de 5 de agosto, señaló que la
planificación puede no ser «total», sino
dirigirse a concretos sectores económicos:
«[el Estado] puede, a través de los planes
previstos en el artículo 131 de la Cons-
titución, fijar las bases de la ordenación
de la economía en general y de sectores
económicos concretos —dado que el artícu-
lo 149.1.13 de la Constitución no establece
límites en cuanto al contenido material de
la planificación económica—...».

(20) Subvención que, recordemos, en
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y el crédito oficial. Sin embargo, en
crisis de carácter financiero las ayu-
das se concretarán generalmente en
aplazamiento del pago de las deudas
tributarias y de la Seguridad Social,
así como en los beneficios fiscales (21).

Comprobamos, por tanto, que la
instrumentación jurídica de la recon-
versión industrial se caracteriza, por
un lado, por la participación de los
interesados en el proceso de reestruc-
turación y, por otro, por la flexibilidad
del procedimiento —de carácter volun-
tario— y la intercambiabilidad de las
técnicas y mecanismos de actuación.
Además, como hemos tenido ocasión
de ver, responde al esquema típico de
la planificación económica (22) y de la
ordenación de la actividad económica
mediante incentivos, preferentemente
de carácter económico (23).

Zaragoza, diciembre de 1991.

José María GlMENO FELIU
Profesor Ayudante

de Derecho Administrativo
Facultad de Derecho. Zaragoza

palabras del Profesor GARCÍA DE ENTERRÍA,
«es un instrumento capital en la obra de
configuración social en que la Admi-
nistración de nuestros días se halla riguro-
samente comprometida y, concretamente,
un medio de dirección económica de una
eficacia extraordinaria en orden a la distri-
bución de las rentas». Sobre la naturaleza
de las tasas y las tarifas de los precios
públicos, núm. 12 de esta REVISTA, 1953,
pág. 152. La subvención consiste en una
atribución directa de carácter patrimonial
que se recibe a fondo perdido para la
satisfacción de un fin de interés general
previamente determinado por el Estado.
Sobre el tema, ver la monografía de FER-
NÁNDEZ FARRERES, La subvención: concepto
y régimen jurídico, IEF, Madrid, 1983.

(21) En este caso, a diferencia de las
subvenciones, nos encontramos con que
este auxilio de carácter económico no
consiste en una atribución de dinero, sino
en un lucro cesante para el Estado.

(22) Como señala BASSOLS COMA, en
puridad, puede decirse que la política de
reconversión industrial ha constituido el
ejemplo más directo y operativo para las
empresas privadas de planificación econó-
mica sectorial. Constitución y sistema
económico, Tecnos, Madrid, 1985, pág. 253.

(23) Nos encontramos, por tanto, con

MUÑOZ MACHADO, Santiago: La respon-
sabilidad civil concurrente de las Ad-
ministraciones Públicas, Ed. Cívitas,
Madrid, 1991, 236 págs.

1. Parece constituir ya opinión co-
mún caracterizar a la doctrina españo-
la del Derecho Administrativo por una
proclividad a defender las posiciones
jurídicas del ciudadano frente a la Ad-
ministración. Atención prioritaria a los
intereses particulares y no a los intere-
ses públicos que, en bastantes ocasio-
nes, se explica por quienes la destacan
con referencias a la necesidad de con-
trarrestar una tradición política auto-
ritaria.

La explicación resulta en buena me-
dida válida para comprender concre-
tos tratamientos doctrinales de algu-
nos autores. Pero es inexacta si pre-
tende configurarse como justificación
histórica de una tradición doctrinal que
habría de ser superada. Y ello por dos
razones: porque la defensa del ciuda-
dano frente al poder público debe cons-
tituir siempre el hilo conductor en el
tratamiento de los problemas jurídico-
administrativos, sea cual sea el régi-
men político establecido; y porque,
además, la supuesta desatención de los
administrativistas por los intereses
públicos es una caricatura parcial de
nuestra doctrina.

La defensa del status del ciudadano
es el argumento central de la doctrina
jurídico-pública que desde la Revolu-
ción francesa hasta la actualidad ha
posibilitado, junto con otros factores,
la formación del Estado Social de De-
recho. Y así debe seguir siendo, a no

la técnica de fomento del desarrollo econó-
mico, por la que, a través de estímulos
positivos de carácter económico o finan-
ciero a ciudadanos y empresas, se pretende
orientar sus actuaciones económicas de
cara a la consecución de un interés público,
como lo es la reconversión de sectores
industriales en situación de crisis estruc-
tural. Prima aquí, por tanto, la idea de
colaboración frente a la de imposición, por
cuanto se trata de medidas que ofrecen los
poderes públicos a fin de conseguir
determinados objetivos económicos de
interés general, decidiendo libremente el
interesado si acepta dichas medidas.
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ser que se pretenda transformar al in-
dividuo en subdito, titular exclusiva-
mente de posiciones jurídicas pasivas
frente al poder público; pretensión que
resultaría radicalmente incompatible
con la configuración del poder en una
democracia.

En tal sentido, conviene destacar que
el primer y fundamental interés públi-
co de un Estado de Derecho es el man-
tenimiento de los derechos fundamen-
tales de los ciudadanos. De ahí que no
constituya ninguna ocasión de sonrojo
la vinculación general de la doctrina
jurídico-administrativa española a esa
premisa.

Ahora bien, la defensa de las posi-
ciones del ciudadano frente al poder
no debe traducirse exclusiva ni prefe-
rentemente en desatención para los
intereses colectivos y públicos, en la
medida en que la realización de éstos
constituye el cimiento que permite el
desarrollo personal. Aspecto en modo
alguno descuidado por la doctrina ju-
rídico-administrativa, ni en el pasado
ni en la actualidad. Sentido de Estado,
compaginación de intereses públicos y
privados son elementos presentes en
numerosos estudios; basta con el re-
cuerdo de los relativos a la organiza-
ción territorial del poder.

2. Las anteriores reflexiones pre-
tenden destacar un aspecto significati-
vo del magnífico estudio que publica
el Profesor MUÑOZ MACHADO sobre la
responsabilidad extracontractual con-
currente de las Administraciones Pú-
blicas. Una problemática no analizada
en profundidad hasta ahora por nues-
tra doctrina: la que deriva de la pro-
ducción de daños por causa de una
Administración en concurrencia con
más sujetos, sean particulares sin nin-
guna especial relación de sujeción, sean
contratistas, sean otras Administracio-
nes.

Pues bien, en la búsqueda de las ade-
cuadas soluciones a esos problemas
complejos, constantemente manifiesta
el autor su propósito de obtener ade-
cuados puntos de equilibrio entre la
protección de los intereses de los suje-
tos lesionados y la defensa de los inte-

reses públicos, a fin de evitar que, sin
mengua de los primeros, se produzcan
situaciones de inicua atribución de res-
ponsabilidad a una Administración.

La jurisprudencia manifiesta, en efec-
to, una fuerte tendencia en esos su-
puestos de concurrencia a identificar
la exclusiva responsabilidad de una sola
de las Administraciones causantes del
daño, sin aclarar las razones de la pre-
ferencia ni el sistema de relaciones
entre los productores de la lesión.

El problema, en los sistemas compa-
rados que establecen regímenes espe-
ciales de responsabilidad de las Admi-
nistraciones Públicas, como es el caso
francés, no tiene una solución unívoca.
Necesidad de una pluralidad de res-
puestas que se consolida con la inteli-
gente sistematización y análisis de nues-
tra jurisprudencia civil y contencioso-
administrativa que lleva a cabo el au-
tor.

El caso de los daños producidos por
contratistas de obras o servicios públi-
cos es ciertamente significativo de la
tendencia, criticada por el autor, a iden-
tificar un solo patrimonio público res-
ponsable. La jurisprudencia civil llega
a esa conclusión desde la discutible
premisa de que la titularidad de la obra
o del servicio público genera siempre
la responsabilidad de la Administra-
ción, aun cuando actúe a través de un
contratista. Idéntica solución parece
haber terminado por obtener la juris-
prudencia contencioso-administrativa
en el conocido caso resuelto por la Sen-
tencia de 9 de mayo de 1989, aunque
con fundamento en la supuesta inclu-
sión global del contratista en la orga-
nización administrativa.

3. El autor sienta las bases para
una adecuada construcción técnica del
problema, que debería tener en cuenta
los siguientes elementos: a) las rela-
ciones entre las diversas Administra-
ciones concurrentes en la producción
de daños; b) los criterios de imputa-
ción individual de los daños a las Ad-
ministraciones y particulares que con-
curran en la generación de los mis-
mos; c) el complemento del sistema
conforme a técnicas de subsidiariedad
y solidaridad.
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Se trataría, en definitiva, de afinar
las respuestas jurídicas para evitar que
de la mera presencia de una Adminis-
tración en el entorno productor del daño
se derive su responsabilidad. Desde ese
punto de partida, que es el más discu-
tiblemente resuelto por la jurispruden-
cia, habría que introducir el comple-
mento de los criterios de subsidiariedad
y solidaridad.

En los daños producidos por contra-
tistas —fuera del ámbito de los daños
ocasionados en estricto cumplimiento
de órdenes administrativas—, la res-
ponsabilidad directa del contratista
podría completarse con la responsabi-
lidad subsidiaria de la Administración,
de manera que las situaciones de in-
solvencia no mermen la garantía patri-
monial del dañado. Subsidiariedad ad-
ministrativa que cabría apoyar en el
argumento de la culpa in eligendo de la
Administración.

En los daños producidos por concu-
rrencia perfecta de varias Administra-
ciones es donde debería aplicarse el
criterio de la solidaridad para la exi-
gencia de responsabilidad.

Tesis bien expuesta, que ofrece solu-
ciones adecuadas para la construcción
del sistema de responsabilidad de las
Administraciones Públicas, teniendo en
cuenta, como se destacaba al princi-
pio, los intereses privados y públicos
implicados.

Tesis que, por añadidura, puede ser
transportada, como sugiere el autor,
al ámbito de los daños producidos con-
juntamente por la Comunidad Euro-
pea y los Estados miembros. También
aquí, el perfeccionamiento de los cri-
terios de imputación, para evitar que
una Administración deba cargar sobre
su patrimonio la indemnización de da-
ños que no ha contribuido a producir,
parece elemento fundamental, hasta
ahora no aplicado por la jurispruden-
cia comunitaria.

Diciembre 1991.

Fernando LÓPEZ RAMÓN
Universidad de Zaragoza

ORTEGA Y GASSET, José: Cartas de un
joven español (1891-1908), Edición y
notas de Soledad Ortega, Prólogo de
Vicente CACHO VIU, Ediciones El Ar-
quero, Madrid, 1991, 785 págs.

«Conste, pues, que civilización no es
praclicismo. Que cultura no es
tecnicismo. Que si se labrara un
símbolo de la Europa moderna acaso
aparecieran en él una segadora y una
dinamo, pero no solas: junto habría
que poner las gafas de Mo.MSEN, el
martillo de DARWIN y el lapicero de
WUNDT» (1).

Lo primero que agrada de este libro
es que es un libro inesperado, impre-
visto, y que sin embargo aguanta muy
bien la «osadía» de su invención. Sole-
dad Ortega ha tenido el acierto de reu-
nir un buen montón de cartas que su
padre escribiera hará unos noventa
años, y bien lejos debía de andar el
joven pensador que se estaba forman-
do de imaginar que habrían de con-
cluir reunidas en un volumen; que tras-
pasarían el velo de la intimidad a que
fueron destinadas, para ser ofrecidas
generosamente a la curiosidad del pú-
blico lector. A través de esta pieza de
literatura epistolar, con prosa jugosa e
incisiva, muy elegante a la vez, va a
quedar descrita a la perfección la ten-
sión formativa del ORTEGA joven. Agra-
da mucho encontrarse, casi por casua-
lidad, con libros que se leen muy a
gusto como éste, en unos momentos
en que tan frecuente resulta en España
que quienes influencian la formación
de opinión pública practiquen hasta la
saciedad, en todas partes, y en las más
diversas ocasiones, la táctica de cen-
trarse siempre y con machaconería en
la media docena de nombres que se

(1) Son palabras de ORTEGA tomadas
de la entrega tercera de su interesante serie
«La Universidad Española y la Universidad
Alemana», aparecida en «El Imparcial», el
jueves 1 de febrero de 1906, y reproducidas
ahora en este libro; vid. pág. 719. De
Wilhelm WUNDT, que formaba parte del
profesorado que va a encontrar ORTEGA
en Leipzig, dice éste, en carta de 13 de
marzo de 1905, «que acaso sea hoy la
primera figura filosófica de Europa» (pág.
114).
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repetirán hasta la náusea —por supues-
to que ahí figuran los «amiguetes» de
siempre, todos los que se reparten el
«cotarro», aunque acaso influya tam-
bién la falta de diligencia o la ignoran-
cia del organizador de turno—, con el
más craso olvido para quienes no es-
tén en no se sabe qué cofradía o se
hallen fuera de su tan alicorto círculo.
Como si lo clásico no existiera, como
si nadie antes debiera contar, como si
nada hubiera más allá de los límites de
la aldea que tan artificialmente se em-
peñan en promocionar como núcleo del
Universo. Libros como éste nos evi-
dencian la fuerza de lo clásico, el peso
de lo que vale, la llamada de lo dura-
dero, más allá de las modas o de la
práctica del reparto de las zonas de
influencia con tanta avidez practica-
das. Es una nueva lección de ORTEGA,
una lección postuma, que ofrece gene-
roso a esta España que tanto le preo-
cupaba y que tanto amó (2).

He hablado de tensión formativa y
es que dentro de los muchos registros
que depara el libro me va a interesar
sobre todo esta perspectiva. Al fin y al
cabo uno vive, por profesión, preocu-
pado por la formación de los estudian-
tes y, por lo mismo, preocupado toda-
vía más por la formación de los que
han de formar a los demás; siempre
royendo en las entrañas el gusanillo de
lo universitario, intentando a duras
penas enlazar con la tradición que con
rigor y seriedad —y en la cual ORTEGA
sería un hito luminoso— ve en la ense-
ñanza y en la educación uno de los
menesteres más acuciantes para mo-
dernizar el país y ayudar a los hom-
bres a vivir en libertad. Por más que
tantas cosas hayan cambiado en Espa-
ña para mejor, no creo que en esto
hayan quedado anticuados los plantea-

(2) En una interesante carta, de corte
muy costiano, que manda a su novia desde
Marburgo el 4 de diciembre de 1906, ante
la desesperación por el ambiente español,
al plantearse directamente la pregunta de
si ir a vivir al extranjero, se responde con
vehemencia: «Ay no, el calor de mi tierra,
el ardor de mi tierra, la severidad secular
de mis montañas, los rostros de los
labriegos... Yo no puedo vivir sino en
España.»

mientos de los regeneracionistas, que
empalman con el ideario de la ilustra-
ción, y que tendrían plasmación certe-
ra en los empeños de la Institución
Libre de Enseñanza y en experiencias
similares. No ha madurado lo suficiente
la sociedad española para que propues-
tas tales hayan quedado anticuadas.
Creo, al contrario, que son de la más
viva actualidad. He ahí otra de las cau-
sas que explican que el presente libro
mantenga el mismo vigor que si se aca-
bara de escribir ahora.

Pues bien, las cartas, sobre todo las
enviadas desde Alemania, nos desve-
lan a un ORTEGA en brasa viva, ansioso
de formarse y de aprender, cubriendo
con tesón las etapas de silencio y
receptividad, soñando con volver a Es-
paña muy consciente de que tiene una
obra que realizar pero sabedor, del
mismo modo, de que tiene que asumir
las más arduas labores preparatorias:
«En España —dirá en carta a su novia
desde Leipzig el 17 de junio de 1905—
han hecho mucho daño los charladores
de sobremesa, tanto, que la han con-
vertido en una sobremesa antes de la
cual no ha habido comida. Según la
palabra indica, la sobremesa, el postre
supone una mesa o un principio, algo
sólido, trabajo doloroso y fecundo (...)
Y precisamente esa parte de dolor y
fatiga es la que hace a las cosas fecun-
das. ¿Por qué? Es la gran cuestión que
hasta ahora nadie ha resuelto pero es
un hecho que así como por el dolor la
muerte vence a la vida, así por el dolor
la vida vence al no-ser y crea.»

Etapa formativa, por tanto, de quien
llegaría a ser un gran filósofo y pensa-
dor. Se ofrecen en esta selección car-
tas que reflejan muy diversas circuns-
tancias. Un primer paquete son envia-
das desde el famoso colegio de los je-
suitas de El Palo, en las afueras de
Málaga, donde ORTEGA, que ingresa a
los ocho años, cursaría el bachiller (3).

(3) Por cierto que he tenido la suerte
de poder obtener una fotocopia del expe-
diente de ORTEGA que figura en la secretaría
del —entonces— «Instituto de segunda
enseñanza de la Provincia de Málaga», y en
él, salvo en el caso de gimnasia de 1." y de
2." en que consta que «presentó certificado
de asistencia a Gimnasio», figura en todas
las asignaturas con sobresaliente.
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Son cartas muy infantiles, muy fami-
liares, sin que falten atisbos, que refle-
jan la costumbre de la institución de
que los alumnos escribieran a sus pa-
dres los domingos.

Otro contacto con los jesuítas que-
da reflejado, el paso por Deusto, con
una personalidad mucho más formada
ya (4). Dos cartas hay desde Vigo, don-
de pasa el verano —de 1902, teniendo
dieciséis años— en casa de su tío Ra-
món Gasset, director en esa ciudad de
la Escuela Superior de Artes e Indus-
trias. Aparece ya un ORTEGA lleno de
proyectos, que ha conectado con Rami-
ro DE MAEZTU, que piensa en la inge-
niería y que planea también cursar es-
tudios médicos acudiendo junto a RA-
MÓN Y CAJAL. Hay unas cuantas cartas
desde Madrid, pero el resto —que son
la inmensa mayoría de las ofrecidas—
fueron escritas en Alemania. Dos lar-
gas estancias que le llevan, sobre todo,
a los Centros Universitarios de Leipzig,
Berlín y Marburgo, aunque también
visita otras ciudades (hay, así, alguna
carta desde Munich). Su viaje a Ale-
mania va a resultar muy representati-
vo, desde una panorámica amplia de
la historia cultural, pues se estaba in-
augurando prácticamente —dejando a
salvo las excepciones oportunas: ahí
estaba el famoso precedente de don
Julián SANZ DEL Rio— una modalidad
de peregrinaje académico que muchos
otros españoles han intentado después
seguir cada uno a su manera. Su pri-

(4) El propio ORTEGA escribió páginas
impecables —aunque también implaca-
bles— sobre la educación que entonces
practicaban los jesuítas. Me refiero así a
la famosa glosa de la novela de su amigo
Ramón PÉREZ DE AYALA que bajo el título
de «Al margen del libro A.M.D.G.» apareció
en «El Imparcial» en diciembre de 1910,
reproducido después en varias ocasiones y
que Andrés A.WORÓS ha tenido el acierto
de incluir en su edición de la citada novela,
a cargo de Cátedra, Madrid, 1983, págs. 32
y ss.

Su conocimiento de la educación de
los jesuítas se refleja también en los duros
consejos que escribe a su novia, a propósito
de los ejercicios espirituales, en diversas
cartas como las de 15 y 18 de marzo de
1905, desde Leipzig, o la de 16 de febrero
de 1 907 desde Marburgo.

mer viaje es financiado por la familia.
El segundo, en cambio, fue pensiona-
do, mostrando así la novedad del fun-
cionamiento de la Junta de Ampliación
de Estudios, aunque ya en estas pri-
meras experiencias queda reflejada la
zozobra de los becarios a causa del
retraso en el pago de las cantidades
devengadas. Dirá, así, en carta del 9
enero 1907 desde Marburgo: «Querida
madre: hay una cosa con la que yo no
podía contar y es que no me pagan.
Esto trastorna todos mis planes eco-
nómicos y sólo por eso os he pedido
dinero (...) He telegrafiado a Londres
preguntando por qué no me pagan y
no me contestan. Me parece intolera-
ble que el estado español exponga la
flor de sus pensionados a morir de ina-
nición.» Y remata el argumento con la
siguiente ironía, que tantos becarios
se habrían repetido años después:
«Mientras no me pague [se está refi-
riendo al Estado español] que le estu-
die el nuncio filosofía.»

Pues bien, aparte del dato alemán de
primordial importancia, querría resal-
tar el detalle de los tan diversos ele-
mentos geográficos que van a influir
en la formación del joven ORTEGA. El
hijo del Director del gran periódico de
Madrid —«El Imparcial»— va a estu-
diar, de niño, con los jesuítas a Mála-
ga, al borde del Mediterráneo. Ya ado-
lescente acudirá a Deusto, en la Ría de
Bilbao, palpando cómo llegan las ma-
reas del Cantábrico. O acudirá en vera-
no con su tío, a los paisajes atlánticos
de la Ría de Vigo. Dispersión geográfi-
ca que no impedirá en absoluto un pro-
fundo cariño a sus padres, como
holgadamente se refleja en las cartas.
Estas, conviene decir, y es uno de los
méritos de la presente edición, van
a responder a tres grupos de
interlocutores bien diferentes: unas
están dirigidas a sus padres, otras a su
novia, la que sería su mujer, Rosa
Spottorno, y hay un tercer grupo de
cartas dirigidas a cualificadas perso-
nas del mundo de la cultura, unas a su
entrañable amigo Francisco NAVARRO
LEDESMA, que fallecería estando
ORTEGA en Alemania, y bien reflejan
su desesperación las cartas a sus pa-
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dres o a su novia; otras a Julio CEJADOR
y una a Joaquín COSTA.

Por cierto que esta última merece
ser destacada desde la óptica de la for-
mación a que antes aludí. ORTEGA, que
siente una gran admiración por COSTA
—algunas de las cartas, como las diri-
gidas a su novia desde Marburgo, el 4
diciembre 1906, o el 28 del mismo mes
y año, denotan a las claras la influen-
cia de don Joaquín—, no ahorra adjeti-
vos a la hora de encomiar lo que re-
presentan los mayores como COSTA para
la formación de los jóvenes. Dirá así:
«temóme que la desventurada educa-
ción que nos ha sido dada haya molido
y pulverizado las simientes del respeto
fecundo en mis hermanos de genera-
ción. Por mi parte, no sólo creo que no
hace falta para nada la irrespetuosidad
sino que tengo la emoción del respeto
por la navecilla psicológica donde ha
ido salvándose la cultura. Por eso son
tan necesarios los viejos, los enfermos
de trabajos (...) todos esos, en fin, que
Ud. considera ya como inútiles. La re-
pública necesita de ellos tanto como
de los mozos: es más, sin viejos hom-
bres no habría hombres mozos, sino a
lo sumo esbeltos antropoides adultos.
Pues si no existieran Uds., los ejem-
plares ci-devanl de las culturas ¿dónde
iríamos nosotros a buscar altares para
el respeto? ¿La intensidad de energía
que vuelcan sobre mí al llegar sus pa-
labras, podría venirme en las palabras
de un joven? No puedo creer que la
cultura sea una cosa, sino un proceso,
una continuidad en ciertas labores. Por
eso si seguimos un hilo cualquiera de
los que indican las grandes corrientes
culturales y lo cortamos en cualquier
punto, hallamos siempre, no un hom-
bre, sino dos: uno viejo en que se ini-
cia otro más joven, uno más joven en
quien madura otro más viejo». Y, en-
tre otras muchas cosas de carta sin
desperdicio, aseverará ORTEGA: «Y para
confesarle toda la verdad, me sobra
convicción de que la acción que más
necesaria es a España (...) es la acción
especulativa.» Una última cita, para
concluir, con que se redondea la idea
antes expresada: «Crea, D. Joaquín, que
esta disciplina y enseñanza del respe-
to es muy necesaria para la nueva ge-

neración, que es inteligente pero irres-
petuosa y por lo tanto liviana, sin ve-
racidad, sin amor a la ciencia, a los
problemas, inmoral, inútil en una pa-
labra, para la cultura.» Es casi la mis-
ma idea que unos meses antes, al glo-
sarle desde Leipzig el 28 de mayo de
1905 a su admirado amigo Francisco
NAVARRO LEDESMA, el éxito del cente-
nario de la publicación del Quijote
que con gran acierto había organizado
este último, el éxito, en el fondo de
«los educadores», le decía: «los mozos
—sin confesárnoslo y desde el fondo
de nuestra idolaclastia— estamos lo-
cos buscando educadores». No creo que
sea preciso encomiar la rabiosa actua-
lidad de afirmaciones como las recogi-
das.

Pero el volumen no incluye sólo car-
tas sino también artículos periodísti-
cos. El joven ORTEGA envía a su padre
desde Alemania con destino al periódi-
co que aquél dirige las impresiones que
le han producido determinados acon-
tecimientos. Unos se publican, otros
no; en todo caso ninguno con su nom-
bre sino disfrazados por diversas abre-
viaturas. Curiosos, así, los dedicados a
la visita de Alfonso XIII a Berlín, en
noviembre de 1905. Pero impresionan-
tes, sobre todo, los que integran la se-
rie «La Universidad Alemana y la Uni-
versidad Española», que serían publi-
cados en enero y febrero de 1906, es
decir, cuando tenía veintitrés años. No
tengo que recalcar que se leen con sumo
aprovechamiento, que tocan puntos
vitales para el hoy universitario, que
sigue siendo oportuno el contraste, por
más que las reflexiones universitarias
de ORTEGA habrían de alcanzar el gra-
do máximo de madurez en escritos
posteriores. En realidad toda la serie
de cartas encierra un ejercicio conti-
nuo de comparación que denota la ad-
miración consolidada de ORTEGA por
la Universidad alemana. Dirá así a poco
de llegar a Berlín, en carta de 24 de
noviembre de 1905: «Estoy muy con-
tento con las lecciones de la Universi-
dad a que asisto: éstas son sobre K.ANT,
sobre Psicología, sobre Filosofía del
siglo XIX, sobre Etica, etc. Los profe-
sores más considerables son SlMMEL y
RHIEL. Pero esto es lo de menos, lo de
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más son las bibliotecas, museos, etc.
Realmente aquí el que pueda vivir tres
o cuatro años se hace un sabio sin que-
rer.» No está mal como motivo de re-
flexión. O, en una de las entregas na-
rrando el viaje a Berlín de Alfonso XIII,
clamará, frente al habitual reduccio-
nismo español, por el carácter indivi-
sible e integrado de la cultura: «La ci-
vilización —dice al concluir la crónica
que apareció el 13 noviembre 1905—,
la cultura, es una e indivisible y aquel
país inventará y poseerá mejores má-
quinas donde mejor se comenten las
Analíticas de Aristóteles.» Para afian-
zar tal colofón, poco antes había afir-
mado: «Alemania es hoy la primera
nación en el movimiento económico,
pero sus hijos estudian en los gimna-
sios seis años de latín. Hasta que no
sea llegado el claro día de primavera
en que los publicistas y los oradores
de café, los señores diputados y los
arbitristas de afición se convenzan de
que la cultura es algo que hay que to-
mar totalmente, y que es imposible y
estéril fraccionada, nada se habrá he-
cho firme en la cien veces comenzada
peregrinación regeneradora. Hoy está
de moda en España una informe y vaga
cosa llamada "practicismo", que con-
siste en declarar panacea única la en-
señanza técnica e industrial y en pro-
testar de dos míseros cursos de latín
que se estudian o, mejor dicho, que no
se estudia en los Institutos.» Se me
antoja que tampoco suenan a extrañas
hoy afirmaciones tales. Se aprecia hoy
por doquier una generalizada creencia
en «el practicismo» con mengua de la
«actividad» especulativa, con despre-
cio frecuente para con conceptos, ca-
tegorías o la elaboración de sistemas
incluso. Bien claras tenía las ideas
ORTEGA al respecto. En carta de 23
diciembre 1906, a su padre, desde
Marburgo, insistirá: «El error de nues-
tro agarbanzamiento consiste en creer
que la teoría y la práctica son cosas
distintas. Por supuesto —y nótese esto
bien—, nosotros no tenemos el menor
derecho a pensar que las teorías no
son prácticas porque precisamente en
España no ha habido nunca teorías,
sobre todo teorías políticas. Cuando el
intento de república se vio bien claro:

al día siguiente de tomar el poder se
encontraron los republicanos sin sa-
ber qué hacer, y eso que nadie les re-
sistía seriamente. Es que no se les ha-
bía ocurrido pensar en qué cosa era la
república, es que no tenían la teoría de
la República Española. Así es todo. Yo
voy, pues, construyendo mis teorías (...)
Niego absolutamente que hombre al-
guno haya hecho nada, en la práctica,
serio sin una teoría previa.»

Esta idea, central, que no habrá que
cansarse en seguir mostrándola hoy,
aparece con fuerza en lugares diversos
del libro comentado. Así, en la segun-
da entrega de la serie sobre la Univer-
sidad Española y la Alemana —apare-
cida en «El Imparcial» el 23 enero
1906— recalca: «Lo lamentable es que
la propensión unilateral nos imposibi-
lita la acción. Así, por ejemplo, en Es-
paña se clama por cultura, por euro-
peización, lo cual parece muy bien. Pero
inmediatamente salta la pregunta: ¿Qué
es cultura? ¿Qué es europeización? Y el
unilateralismo ha contestado: Escue-
las de Artes e Industrias, Ingenieros
industriales, Centros Técnicos, manu-
factura a ultranza, economía y tente
tieso, practicismo y agárrate. Esto es
cultura, eso es Europa. Todo ello tam-
bién parece cosa acertada, salvo que
eso ni es cultura ni es Europa, sino un
trozo de la cultura y un repecho de
Europa. "Fue la negra al baño y trujo
que contar un año", dice el refrán.» No
se puede seguir transcribiendo textos,
tan jugosos, pues si no no acabaría
nunca esta reseña. Tan ricas y gráficas
son tantas de las secuencias de este
libro. Pero la reiterada referencia al
unilaterialismo me lleva a reflexionar
sobre uno de los datos vivos que depa-
ra la más reciente experiencia espa-
ñola en lo que a lo universitario se
refiere.

Nadie dudará de que en el artículo
l.°de la Ley Orgánica de Reforma Uni-
versitaria se alude a cómo correspon-
de a la Universidad la docencia, el es-
tudio y la investigación (las tres cosas,
así, juntas, sin que sea una carta de
restaurante en que se pueda elegir un
plato por separado). Eso en el párrafo
primero. Y en el párrafo segundo, al
enumerar las funciones de la Universi-
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dad («al servicio de la sociedad», se
dice incluso), se menciona, en primer
lugar, «la creación, desarrollo, trans-
misión y crítica de la ciencia, de la
técnica y de la cultura». Esta es la pri-
mera referencia que, por supuesto, hay
que tomar en conjunto con otras tres
que vienen a continuación.

Nadie dudará de que la Carta Magna
de las Universidades Europeas, apro-
bada y firmada en Bolonia el 18 de
septiembre de 1988 por la mayor parte
de Rectores de las Universidades del
mundo —me imagino que entre ellos
estarían todos los españoles, directa-
mente o representados—, entre los
«principios fundamentales» que enu-
mera figura como primero el de que
«la Universidad (...) es una institución
autónoma que, de manera crítica, pro-
duce y transmite la cultura por medio
de la investigación y la enseñanza»;
así como que en el segundo se comien-
za afirmando que «en las Universida-
des, la actividad docente es indisociablc
de la actividad de investigación...».

Nadie dudará. Pues en la práctica
es muy frecuente que nadie dude de
lo contrario. Es un fenómeno ge-
neralizadísimo que hay que tomarlo con
calma y sangre fría, con ironía inclu-
so, diría. Sin hacernos mala sangre.
Sin que nos vaya la vida en ello. Sin
que a nadie se le ocurra pensar que
nos quita el sueño. O que estamos ai-
rados. Lo vemos muy tranquilos. Pero
lo vemos. Al menos, que quede cons-
tancia de que lo vemos. Advertimos el
más craso silencio, la unanimidad de
bocas cerradas, enmudecidas las vo-
ces, huelga de plumas caídas por do-
quier. Pero nos damos cuenta. Vemos
que a nadie le causa reparos, a nadie
parece molestar que haya muchos me-
canismos que chirríen. Nos damos
cuenta, aunque estemos callados, no
vamos a salir a la calle en manifesta-
ción por eso. Nadie parece sentirse
engañado o defraudado. Nos duele ver
cómo engañan a la gente. Y no nos
atreveríamos a ello. Aún tenemos mi-
ramientos. Pero es práctica habitual,
cotidiana, repetida hasta la saciedad.
No sé si alguien, parodiando a Santa
Teresa, escribirá algún día un «libro
de las fundaciones». Pues es cosa coti-

diana el fundar Universidades, o Fa-
cultades o Escuelas Superiores. Da la
impresión de que crear un centro uni-
versitario es la labor más fácil del mun-
do y aquí se practica con enorme sol-
tura. Cualquiera entiende de ello, cual-
quiera es capaz de disponer con la
mayor simplicidad. Para alguno que se
pone a preparar proyectos o a reunir
ideas —a viajar, o a consultar—, son
legión los capaces de resolver cualquier
pega sin el menor miramiento. Basta
que la autoridad competente haya de-
cidido que hay que instalar el Centro
Universitario en la afortunada villa o
ciudad que ha sabido ganarse tal pre-
benda. Lo único importante va a ser
que empiece el curso en octubre. Bue-
no, aunque sea en noviembre. Aunque
no haya edificio. Aunque no haya bi-
bliotecas o laboratorios. Aunque no
haya investigadores o estudiosos, aun-
que no haya profesores. Lo que es se-
guro es que alumnos va a haberlos (y
probablemente, a montones). Y eso es
lo único que cuenta. Se inaugura el
curso, y a funcionar. Lo demás son
pequeneces. Ya irán apareciendo pro-
fesores como sea; siempre habrá un
cura para enseñar latín, un boticario
para la farmacología, un registrador
para derecho civil o un funcionario, o
cualquier abogado de secano, para de-
recho administrativo. ¿La biblioteca o
los laboratorios? ¿Investigar? ¿Inten-
tar aumentar el acopio de la ciencia?
¿Incrementar la cultura? Eso son ni-
miedades, lo importante es la prác-
tica.

Aquí y allá, arriba y abajo, con los
hunos —por recordar a don Miguel— y
con los otros, el espectáculo ha estado
al alcance de cualquiera —sigue
estándolo, seguro que este último oc-
tubre se ha inaugurado más de un cur-
so así— a lo largo y a lo ancho de
nuestra dilatada piel de toro, que pa-
rece no escarmentar nunca. Siempre
surgen organizadores que se prestan a
organizar cualquier cosa, aunque sea
una Facultad. Todos, se supone, tan
contentos, alumnos y padres, autori-
dades académicas y representantes lo-
cales, políticos y fuerzas vivas, asocia-
ciones de vecinos y la Caja de Ahorros
que financia, la Diputación que pone

464



RECENSIONES Y MOTICIA DE LIBROS

no sé qué viejo edificio, y el Ayunta-
miento que intenta recuperar un viejo
cuartel, el ministro o el consejero, pe-
riodistas y dueños de tabernas, restau-
rantes y pensiones y, cómo no, autores
de libros de texto y librerías. Da gusto
ver cómo los españoles saben vencer
obstáculos y superar dificultades. ¿Pero
es que había obstáculos, existían difi-
cultades? ¿Eso de la investigación, el
estudio, la crítica de la ciencia? ¿Las
colecciones de revistas, los fondos clá-
sicos? Lo importante es la práctica.
Y que el centro sea autónomo cuanto
antes. Que decida él por sí mismo sin
tutelas ni imposiciones. Cierto que ha
habido excepciones y muy cualifica-
das: a ver si cunde el ejemplo. Pero no
es menos cierto que la experiencia di-
bujada ha sido, por desgracia —sigue
siendo—, de frecuente actualidad, una
nueva versión, en clave académica, del
milagro de los panes y los peces: con
tan magras pitanzas queda saciada el
hambre intelectual de la muchedum-
bre que acude solícita en pos de la
buena nueva del título o diploma uni-
versitario.

A lo mejor, lector, podemos poner-
nos de acuerdo y organizar una
suscripción para regalar el libro que
ahora comento a la biblioteca de cada
uno de los centros universitarios que
con tanto éxito se están improvisando
entre nosotros. Acaso nos devuelvan
más de uno por ser desconocida la bi-
blioteca. «¡Cuídate, España, de tu pro-
pia España!», habría que decir una vez
más, tomando en préstamo las pala-
bras del gran poeta peruano.

No es fácil describir con qué placer
se lee un libro como éste, de princi-
pios de siglo, en esta España fi-
nisecular. Cada uno pensará del ORTEGA
filósofo lo que estime oportuno. ¡Pero
hay en este libro tantos sueños, tantas
aspiraciones, tanta entrega abnegada!
Me parece por eso un libro que es un
gran acontecimiento en esta España
de hoy, tan a ras de tierra, tan cegada
para las curiosidades, tan sin aspira-
ciones, tan carente de generosidad, con
tan poco de entrega desinteresada. En
la que, sin embargo, no es difícil en-
contrar entre los profesionales de la
educación universitaria una buena pina

de gente de mucha ley, que seguro ha
de tomar con delectación un libro como
éste. Pero lo impresionante del libro
es que tantos de los sueños y aspira-
ciones de su joven autor pudo éste ir
realizándolos cumplidamente a lo lar-
go de su vida.

Los amantes de la literatura episto-
lar pasamos un rato excelente con una
obra como ésta por más que no falten
en sus páginas desigualdades, altiba-
jos o incluso contradicciones, como
corresponde a la expresión de los sen-
timientos del día a día que el autor
suponía, además, dirigidos a la intimi-
dad del destinatario concreto.

Una reflexión final ya para concluir.
Tantos sueños del ORTEGA joven se rea-
lizan en vida. Realidad fueron, junto a
la maduración de un gran pensador y
un excelente profesor y universitario,
la influencia enorme que produjo y si-
gue produciendo. Pero también, los
proyectos de conferencias o el acerca-
miento y edición de tantos libros, como
acariciaba en más de una carta. ORTEGA
fue entre otras muchas cosas un gran
editor, selecto y cuidadoso a la vez, de
una factura tipográfica excelente cada
una de las obras por él impulsada. Pues
bien, a mí me hubiera gustado que este
volumen hubiera resultado un poco más
ágil, no tan amazacotadas las páginas,
con más márgenes y menos cuerpo, un
poco más de blanco para acompañar a
tan jugosa letra. A lo mejor en próxi-
mas ediciones se puede lograr un volu-
men un poco más «orteguiano». El con-
tenido lo merece sin falta.

Madrid, 2 de noviembre de 1991.

L. MARTÍN-RETORTILLO BAQUER

PAREJO ALFONSO, Luciano: Crisis y Re-
novación en el Derecho Público, 1.a
ed., Col. Cuadernos v Debates, núm.
30, CEC, Madrid, 1991.

El estudio de los nuevos caracteres
del Derecho de la Administración pú-
blica nacida de la Constitución y su
adecuación y adaptación a las exigen-
cias de la denominada sociedad
postindustrial o de la información cons-
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tituye una labor inaplazable. En este
sentido el libro del Profesor PAREJO
constituye una importante aportación
al debate que, por el momento, única-
mente se susurra en nuestro país, pero
que ya ha tenido un amplio desarrollo
en importantes debates doctrinales en
otros países como la República Fede-
ral Alemana e Italia.

En efecto, hasta el momento, y sólo
en obras dedicadas bien a introducir
estudios sectoriales, o a editar los traba-
jos correspondientes al primero de los
ejercicios de acceso a los cuerpos do-
centes del Estado, se ha llamado la aten-
ción sobre la seria y profunda crisis
que vive el Derecho público en general
y el Derecho administrativo en particu-
lar. Esta crisis puede observarse en el
plano teórico, pero sobre todo en el
práctico y legislativo y de cuyo calado
son suficientemente significativos da-
tos como la progresiva privatización,
síntoma de la incapacidad de las doc-
trinas clásicas del derecho público para
dar respuesta a las necesidades de la
gestión del interés común, o bien la
imposibilidad de trazar un adecuado
marco conceptual para las nuevas téc-
nicas de intervención, más sutiles y
menos traumáticas, pero no por ello
menos eficientes en el contexto social.
Estos datos, junto con otros, han sido
puestos de manifiesto una y otra vez.

Frente a esta situación, se han pro-
puesto —en general— dos grandes res-
puestas alternativas: bien la vuelta a
los conceptos clásicos de Administra-
ción, recuperando su rigidez y aban-
donando aquellos cometidos que no les
son propios, bien el abandono de la
mayor parte de Derecho público en fa-
vor de la gestión privada.

La originalidad del libro que comen-
tamos se refiere tanto al intento de
teorizar las causas de esta crisis, así
como las posibles tendencias que esta-
blezcan la renovación a la que alude el
título del trabajo, bajo una postura in-
termedia a las dos que acabamos de
indicar.

Para Luciano PAREJO, existen dos
concausas que permiten dar una expli-
cación a la situación actual del Dere-
cho público: la primera, común al ám-
bito social en el que nos insertamos,

vendría provocada por la nueva textu-
ra social derivada del acceso a la so-
ciedad postindustrial, que traería como
consecuencia la creación de nuevas
necesidades sociales así como la
obsolescencia de las técnicas adminis-
trativas tradicionales para la satisfac-
ción de aquéllas; la segunda, más
específicamente nacional —sin perjui-
cio de que exista un cierto trasfondo
común con otros países de nuestro en-
torno—, proveniente de la inadecuación
de la doctrina —fundamentalmente
garantística— forjada por las necesi-
dades de control del poder bajo el ré-
gimen anterior, respecto del esquema
constitucional tanto de organización
como de acción surgido a partir de la
Constitución de 1978. Ambos factores
se entrecruzan para justificar un cier-
to agotamiento de algunas de las insti-
tuciones fundamentales del Derecho
público, que reclaman un replan-
teamiento.

Hecho el diagnóstico de la situación,
se propone, en continuo diálogo con la
doctrina alemana, la necesidad de
reconfigurar el Derecho público a la
luz de los principios y valores constitu-
cionales —punto de partida ya propues-
to por el autor en obras anteriores—.
Para PAREJO, el punto de partida de
este nuevo replanteamiento de las ins-
tituciones clásicas ha de hacerse des-
de el texto constitucional como elemen-
to definidor, y en tal línea ensaya y
reflexiona sobre algunas de las institu-
ciones básicas de este Derecho públi-
co, tales como la incidencia de los valo-
res y principios configuradores del Es-
tado en los poderes públicos, las rela-
ciones entre Ley y Administración, el
papel de los derechos fundamentales, la
tutela judicial efectiva, el concepto y
posición constitucional de la Adminis-
tración o las nuevas formas de activi-
dad administrativa.

Evidentemente, no se trata de dar
una respuesta global o general a estos
problemas, sino aportar algunas cla-
ves que permitan encontrar esa solu-
ción intermedia, construida racional-
mente sobre la sólida base que nos otor-
ga la exégesis de los preceptos consti-
tucionales. Más bien, constituyen una
invitación a la investigación, a la dis-
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cusión y a la polémica, de estos impor-
tantes fenómenos, que a la postre plan-
tea la misma racionalidad del modelo
Administrativo.

Agustín E. DE Asfs RoiG
Profesor Titular

de Derecho Administrativo
Univ. Carlos III de Madrid

PAREJO ALFONSO, Luciano: Suelo y Ur-
banismo: el nuevo sistema legal, Ed.
Tecnos, Madrid, 1991.

La última obra del Profesor Luciano
PAREJO posee un gran interés, no sólo
por versar sobre un tema que suscita
gran atención en nuestros días, sino
por las fundamentadas opiniones y su-
gerentes ideas que se vierten a lo largo
de la misma.

El Profesor PAREJO acomete el trata-
miento de su estudio, estableciendo una
línea divisoria que determina dos ám-
bitos obedientes a la lógica temporal
aplicativa de la reforma operada:

— una primera parte, en la que se
realiza un análisis de la inmedia-
ta realidad surgida del régimen
transitorio;

— y una segunda, en la que efectúa
un exhaustivo tratamiento del
nuevo sistema de valoraciones que
se corresponde con la relevancia
que confiere a este apartado la
voluntad renovadora del legisla-
dor en el nuevo sistema urbanís-
tico.

Comienza el Profesor PAREJO anali-
zando el impacto provocado por la apa-
rición de la reciente reforma sobre el
sistema vigente, elaborado en los as-
pectos básicos que lo sustentan por
una legislación preconstitucional (T.R.
de 1976) diseñada, por tanto, para un
Estado dotado de caracteres fundamen-
tadores y, por ende, competenciales,
muy diversos. La inmediata realidad
implantada por el régimen transitorio
(de carácter complejo e instaurador de
una indeseada inseguridad para los

operadores jurídicos) resulta ser, sin
lugar a dudas, uno de los problemas
centrales de la presente reforma legis-
lativa, y por ello, el pormenorizado es-
tudio sobre la misma adquiere, en el
planteamiento sistemático de la obra,
una especial relevancia.

El legislador, tratando de evitar uno
de los errores que atenuaron, desde su
mismo origen, la intensidad de los efec-
tos del sistema implantado en 1975 (ex-
cesivamente dependiente de la existen-
cia de instrumentos de planeamiento),
dedica su principal atención y esfuer-
zo a asegurar la inmediata aplicación
de las piezas básicas del nuevo siste-
ma legal.

Por todo ello, el autor dedica un tra-
tamiento exhaustivo (no sólo por su
extensión —págs. 56 a 138—, sino por
la minuciosidad del mismo respecto
de la variada gama de problemas que
suscita) a la repercusión que dicho ré-
gimen proyecta sobre la realidad urba-
nística presente. Y es precisamente en
ésta donde se plantea uno de los as-
pectos que genera mayor polémica y
que merece una especial atención por
parte del Profesor PAREJO ALFONSO: la
aplicación o no de 85 por 100 suscepti-
ble de adquisición o apropiación pri-
vada en el suelo urbano de aquellos
Municipios en los que el nuevo texto
legal es de aplicación meramente «res-
tringida» o parcial.

La reflexión que el Profesor PAREJO
dedica a este punto en torno a su rela-
ción con determinados mandatos cons-
titucionales (fundamentalmente, en lo
que se refiere a la exigencia de igual-
dad en el ejercicio del derecho de pro-
piedad) constituye, sin lugar a dudas,
uno de los temas clave de su excelente
estudio.

La diversidad en la eficacia de las
normas del nuevo texto legal (normas
de aplicación plena, básica, o mera-
mente dispositiva) es otro de los as-
pectos que lo caracterizan y que con-
tribuye a incrementar la problema-
ticidad aplicativa del mismo. La aten-
ción que el autor dirige a este aspecto,
no sólo desde la perspectiva de su opor-
tunidad, sino, incluso, desde la de su
viabilidad técnica, merece también, a
nuestro juicio, especial detenimiento.
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Una de las principales ideas que
subyacen en esta primera parte de la
obra resulta inmediatamente percepti-
ble para el lector: la inconsecuente,
por excesiva, dejación que el legisla-
dor estatal realiza a favor del autonó-
mico, cuando menos, en algunos ám-
bitos de competencia constitucionales
que constituyen puntos vitales en el,
ya de por sí, exiguo grupo que le am-
para para llevarla a cabo.

Pero si dudosa resulta la justifica-
ción de tales aspectos no lo es menos
«la previsión legal de un estatuto pe-
culiar, aunque limitado, para determi-
nadas entidades públicas y sociedades
con mayoría de capital público», pues-
to que (dicho en palabras del Profesor
PAREJO) esta «suerte de estatuto per-
sonal» (y los privilegios que le son
inherentes) no resulta del todo compa-
tible con un sistema constitucional que
aspira a una libre e igual participación
en la dinámica del mercado.

La segunda parte de la obra la dedi-
ca su autor a la «Valoración y expro-
piación del suelo en la Ley 8/1990, de
25 de julio» y constituye un extenso
tratamiento en el que incluye, con opor-
tuno criterio de lógica sistemática, el
apartado dedicado al régimen expro-
piatorio, tan íntimamente conectado,
en la nueva Ley, al de valoración.

El nuevo régimen de valoración se
asienta sobre criterios que correspon-
den al nivel de adquisición (nivel de
apropiación efectiva) de propiedad del
suelo. Y siendo ello así, se detalla opor-
tunamente en esta parte del libro (págs.
179 a 190) las diferentes categorías de
patrimonialización de aquél: valor ini-
cial, valor «inicial complementado»,
valor urbanístico «previo» y valor ur-
banístico.

En lo que se refiere al régimen
expropiatorio implantado, el Profesor
PAREJO resalta como novedad más im-
portante ofrecida por la Ley en esta
materia «la exclusión de la operatividad
del derecho de reversión en determi-
nados supuestos de expropiación por
razón de urbanismo». Y pone, asimis-
mo, de manifiesto, en las páginas de-
dicadas a este novedoso aspecto, el
acierto del nuevo tratamiento legal,
entre otros motivos, porque «el legis-

lador aplica decididamente aquí, por
primera vez, la doctrina sentada por la
jurisprudencia del TC, en el sentido de
que la reversión no forma parte de las
garantías directamente conectadas a
la expropiación por la Constitución».

De los supuestos expropiatorios re-
sultantes del nuevo régimen legal (en-
tre los que cabe citar los del artículo
78.2.d, referente a la constitución o
ampliación del patrimonio municipal
del suelo o de otros patrimonios públi-
cos del suelo, y el artículo 78.2.e, que
contempla la posibilidad expropiatoria
para la obtención de terrenos destina-
dos en el planeamiento a la construc-
ción de viviendas de protección oficial
u otro régimen de protección pública,
así como de otros usos declarados ex-
presamente de interés social) cabe des-
tacar la interesante reflexión que el
Profesor PAREJO hace en torno al pro-
blema contenido en el artículo 78.1.i»
(uno de los supuestos de expropiación
por incumplimiento de la función so-
cial de la propiedad), que hace refe-
rencia a la posibilidad de deducir «del
justiprecio el importe de la multa que
se imponga»; supuesto, a todas luces,
novedoso y de problemática viabilidad.

Pero a pesar de tan importantes no-
vedades, como el Profesor PAREJO opor-
tunamente señala al comienzo de esta
segunda parte: «La Ley 8/1990, de 25
de julio, o al menos su contenido dis-
positivo principal, descansa, por ente-
ro y como nos consta, en el diagnósti-
co de un grave problema social: el alza
de los precios de las viviendas y la
consecuente imposibilidad de la ma-
yor parte de la población de acceder a
la propiedad de una vivienda en condi-
ciones razonables...»

La accesibilidad a la propiedad de
una vivienda digna es un preceptivo
punto de partida (art. 47 CE) que de-
termina tanto la naturaleza (estable-
ciendo, a partir de la delimitación
competencial constitucional y esta-
tutaria, la diversa intensidad y exten-
sión aplicativa de las normas) como el
contenido (fundamentalmente asenta-
do sobre un riguroso condicionamiento
en el ejercicio del estatuto de los pro-
pietarios de suelo así como sobre un
sistema de valoración objetivo que se
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proyecta sobre éste y que descansa so-
bre criterios de procedencia fiscal).
Estos dos aspectos son, cuando menos
desde su vertiente teórica, dos instru-
mentos indispensables para llevar a
cabo aquel difícil pero, en todo mo-
mento, justo objetivo constitucional.
«Esta es —como señala el autor—, sin
duda, la razón principal del carácter
"reduccionista" de la rica realidad de
la ocupación y del uso del territorio
que, mayoritariamente, viene imputan-
do la doctrina al nuevo régimen legal.»

Pero, quizá (y con ello creemos com-
partir el criterio del Profesor PAREJO),
la magnitud y gravedad del problema
no permita, en este momento (y a la
espera, por supuesto, de la prevista y
necesaria refundición), otra actitud que
la de centrarse en la aplicación (con
mayor o menor acierto, ésa es otra cues-
tión) de los aspectos sobre los que puede
articularse una respuesta con la ur-
gencia necesaria para, cuando menos,
atajar tan perentorio problema y, con
ello, ofrecer una solución (por su rigor
técnico y contundencia) a tan anhela-
do objetivo.

Bernabé RODRÍGUEZ VELARDE
Univ. Carlos III de Madrid

SABAN GODOY, Alfonso: El marco jurí-
dico de la corrupción, Ed. Cívitas, Ma-
drid, 1991, 105 págs.

1. El ensayo que ahora se recen-
siona es de una evidente oportunidad
temporal; como afirma en su Presenta-
ción el Profesor GARCÍA DE ENTERRÍA,
«por aludir a un tema hoy en la prime-
ra línea de la preocupación pública».
A través de sus páginas, el autor ofre-
ce al lector una particular visión de
cómo la corrupción se ha ido adue-
ñando del funcionamiento de nuestras
Administraciones Públicas, además de
observaciones y reflexiones rigurosas,
surgidas al amparo de su previa expe-
riencia como funcionario —Adminis-
trador Civil del Estado, en exceden-
cia—, y de su actual ocupación como
magistrado del orden contencioso-ad-
ministrativo.

2. Comienza por delimitar el obje-
to de su estudio, ofreciendo unas
puntualizaciones desde el punto de vista
fenomenológico, que estima como ne-
cesarias antes de proceder a la concep-
tualización del fenómeno de la corrup-
ción pública.

La primera, que la corrupción no es
cuantificable más que desde una pers-
pectiva estrictamente subjetiva; de lo
que deduce que «por mucha confianza
que se deposite en las magnitudes so-
ciológicas y en la veracidad de los ins-
trumentos que las cuantifican, nadie
con pretensiones de seriedad intenta-
ría aplicarlas a este campo, y nadie
con voluntad de rigor prestaría aten-
ción a quien transgrediera la regla an-
terior» (pág. 14).

La segunda, que el componente
anímico de la conducta corrupta es la
deslealtad, entendida ésta «como la
actuación en contra de los intereses
cuya defensa nos viene confiada en vir-
tud de un acto de voluntad de quien
legítimamente es titular de los mismos»
(pág. 15).

Aclarado lo cual, conceptualiza la
corrupción pública como «la utiliza-
ción de potestades públicas para el in-
terés privado, cuando éste difiere del
general a que toda actuación pública
se debe por mandato constitucional
—artículo 103 de la Constitución»
(pág. 16). Perspectiva ésta sin lugar a
dudas novedosa, puesto que si bien da
buena cuenta de cómo la catalogación
de corrupta para una conducta públi-
ca acontecerá siempre en relación con
un sistema prefijado de normas a las
que se subordina tal conducta, obliga-
rá en la práctica al análisis de tales
normas desde una perspectiva finalis-
ta, algo bien diferente y de mayor sig-
nificación que los pronunciamientos al
uso sobre acomodación de conductas
al dictado literal de las normas.

3. Esto puntualizado, el autor pone
de manifiesto cómo el sustrato fáctico
de la corrupción pública en España es,
por una parte, una Administración Pú-
blica que desarrolla una creciente ac-
tividad económica y, por otra, una Ad-
ministración Pública que al carecer de
capital de cobertura —y, por tanto, de
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la noción de riesgo—, es capaz de aco-
meter empresas que en cualquier otro
contexto sería utópico abordar.

El modelo imperante —a pesar de
los intentos de reforma— es el de una
Administración estructurada en órga-
nos, que presta servicios públicos, se
rige por reglas presupuestarias y, ge-
neralmente, es gestionada por perso-
nas de empleo estable. A su juicio, a
esta Administración de corte tradicio-
nal —por otra parte, en franca deca-
dencia— corresponde un tipo de co-
rrupción igual de tradicional: el
enriquecimiento personal del funcio-
nario mediante la apropiación de par-
te del interés general que pasa por sus
manos. Es el mercado del «favor le-
gal», en el que la dádiva se recibe por
cumplir lo correcto —lo pactado o lo
normativamente impuesto— y, por tan-
to, responde a una liberalidad nada
pecaminosa: «El hecho de que el con-
tratista reciba su dinero a tiempo y
evite con ello su ruina inmediata o la
reducción de beneficios que conlleva
soportar grandes gastos de financia-
ción es el acicate mayor que aquéllos
tienen para corromper» (pág. 25).

Cuando por el contrario la Adminis-
tración actúa como agente económico
—a través de empresas públicas—, sus
operaciones no son en la mayor parte
de las ocasiones constantes, sino oca-
sionales y de grandes dimensiones, li-
gadas en general a privilegios de infor-
mación y de posición en el mercado, lo
que provoca que sea sumamente difi-
cultoso deslindar los intereses públi-
cos y privados en juego: «La empresa
pública es objetivo principal de intere-
ses públicos y privados, y la amplitud
de las decisiones discrecionales que
sobre ella confluyen no puede sino dar
pábulo a toda clase de sospechas so-
bre la salvaguardia del interés general
a que deberían estar subordinadas»
(pág. 36).

En cuanto a la Administración nor-
mativa o reguladora de intereses eco-
nómicos, supone por su parte el ejerci-
cio del poder de permisión de dere-
chos de elevado contenido económi-
cos en materias tales como el juego, la
enseñanza, las subvenciones industria-
les y, principalmente, los privilegios

fiscales y ordenación del crédito; ma-
terias éstas en las que lo trascendente
es «que sólo el poder ejecutivo decidi-
rá finalmente si estas operaciones son
viables en el cortísimo plazo que su
eficacia requiere» (pág. 38).

Como no podía ser de otro modo,
dada la realidad cotidiana de nuestras
Administraciones Públicas y la expe-
riencia cualificada del autor, concede
además a la facultad de inspección y a
la potestad sancionadora de la Admi-
nistración la importancia que mere-
cen, como características circunstan-
cias generadoras de corrupción que son
en la práctica.

Tal potestad sancionadora —cuyo
desarrollo ingente en nuestros días le
conduce a calificar como de «poder
punitivo paralelo al judicial»— conlle-
va, en su opinión, un casi absoluto po-
der amenazante con posibilidades de
ser utilizado para el más amplio es-
pectro de finalidades, y con una a to-
das luces práctica imposibilidad jurí-
dica de controlar la no plasmación de
la amenaza: «Ante el exceso de poder y
la amplitud de posibles infractores, la
inacción, en su sencillez y comodidad,
otorga la más incontrolable potestad.
Sancionar es tarea comprometida, pe-
nosa y expuesta; no hacerlo, o dejar
prescribir la facultad, en la práctica
resulta impune. Asociada esta posibi-
lidad a las cuantías en juego en algu-
nos sectores (nuclear, mercados, fis-
cal, etc.) aquélla nos da una posible
idea de los eventuales efectos que pue-
de tener para la introducción de inte-
reses ajenos a los públicos» (pág. 43).
Dificultades prácticas éstas que aun
achacadas en mayor medida a la po-
testad sancionadora, son predicables
también —«incluso con mayor énfasis»,
llega a calificar el autor— de la facul-
tad inspectora que necesariamente la
precede.

La solución a estos problemas se en-
cuentra no obstante ya en nuestro sis-
tema jurídico, si bien con una prácti-
camente nula implantación práctica,
como con acierto pone de relieve el
autor; en su opinión, es necesario lle-
var hasta sus últimas consecuencias el
principio de aplicación necesaria en
esta materia de los criterios rectores
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del Derecho penal en lo que se refiere
a garantía de los derechos fundamen-
tales.

4. Una vez expuesto el sustrato
fáctico de la corrupción en nuestro país,
analiza a continuación el marco jurí-
dico de la actividad pública española.

Comienza por aludir a la situación
real de la división de poderes, cuestio-
nando la virtualidad real del esquema
clásico de división de poderes y con-
troles recíprocos que la Constitución
española consagra, ante la realidad
aceptada socialmente de un poder eje-
cutivo no ya preponderante, sino casi
único del presunto Estado de Derecho:
«El ejecutivo no se limita a adminis-
trar el poder; lo genera. A su vez, esta
capacidad de ser origen de poder trae
como consecuencia la correlativa fa-
cultad de debilitar los medios de con-
trol que recaigan sobre aquél» (pág.
62). En este contexto, el poder legisla-
tivo se convierte en un simple instru-
mento de gobierno; sus miembros se
desvinculan en gran medida, e incluso
institucionalmente, de la tarea que les
viene encomendada: «Al final las Cá-
maras son, bien órganos para manifes-
taciones políticas programáticas, en el
supuesto de que un alto miembro del
ejecutivo sienta necesidad de hacer-
las, bien foros de debate de cuestiones
generales, con ocasión de funciones de
control de grupos de opositores, bien
simples piezas para finalizar, median-
te la aprobación, el procedimiento le-
gislativo» (pág. 65). Y, en cuanto al
poder judicial, elemento esencial de
control del ejecutivo, es, en realidad,
casi inoperante.

Como contrapartida a un panorama
tan desolador, el autor expone some-
ramente, pero a la vez con precisión y
rigor, las técnicas que se han institui-
do en nuestro ordenamiento jurídico
para el control del actuar de nuestras
Administraciones Públicas.

Primeramente se refiere al anacro-
nismo del sistema penal —con sus dos
pilares del tipo y la culpa— como téc-
nica jurídica de control del actuar ad-
ministrativo en nuestros días. En cuan-
to al tipo, por la circunstancia de que
la desviación de intereses de la moder-

na Administración Pública escapa con
mucho a un esquema forzosamente rí-
gido, con lo que las conductas, a medi-
da que suponen mayores consecuen-
cias económicas, tienen menos encaje
en los tipos por mucho que éstos se
esfuercen en perseguirlas. Y, en cuan-
to a la culpa, por cuanto las Adminis-
traciones Públicas actuales son un con-
glomerado de órganos asesores, infor-
mantes o proponentes, en cuyo con-
texto la culpabilidad se diluye hasta
desaparecer por muy escasa que sea la
prudencia del hipotético inculpado. Si
esto es así —y no cabe duda de que lo
es—, la conclusión es clara a juicio del
autor: «Ni los comportamientos
punibles de verdadera trascendencia
son susceptibles de definirse con la
precisión que el Derecho penal exige
ni, y esto es lo más importante, es fá-
cilmente apreciable un elemento de
culpabilidad penal en dichos compor-
tamientos» (pág. 70), en prueba de lo
cual ofrece a continuación recientes
ejemplos jurisprudenciales que ponen
de manifiesto la insuficiencia de las
técnicas penales para perseguir las rea-
lidades administrativas de corrupción
de verdadera trascendencia.

Alude después a la vía contenciosa,
de la que a pesar de reconocer su ca-
rácter de cauce natural de control ju-
dicial de la actividad administrativa,
predica importantes factores negativos.
Así, en cuanto a la exigencia de res-
ponsabilidad a los agentes de la Admi-
nistración Pública —algo de tantísima
importancia en los supuestos de co-
rrupción—, se continúan manteniendo
concepciones claramente restrictivas:
no sólo funciona como una facultad
discrecional, lo que es radicalmente
injusto ajuicio del autor, sino que cuan-
do se exige —en los supuestos excep-
cionales en que esto sucede— se sujeta
a unos límites de dificultosa superación
práctica; de tal modo esto es así, que
en la Sentencia del Tribunal Supremo
de 6 de noviembre de 1990 que el au-
tor trae a colación se llega a manifes-
tar que «resulta insuficiente para res-
ponsabilizar al recaudador de una si-
tuación de perjuicio, en algunos de los
grados que contempla, siendo necesa-
ria además una actitud acreditalmente

471



BIBLIOGRAFÍA

dolosa o negligente que la Administra-
ción delegante no haya tolerado ni con-
tribuido a fomentar mediante una ac-
tuación incorrecta o de simple deja-
ción de funciones». Y, en el terreno de
los conceptos, a pesar de los incues-
tionables avances, se sigue chocando
con una doble barrera: el proceso al
acto como técnica de impugnación y la
ejecutividad de los actos recurridos.
Aquél hace necesaria la constancia for-
mal de un acto como requisito sirte
qua non de enjuiciamiento —lo que es
especialmente inadecuado en opinión
del autor en materia de conductas de
fines inconfesables—; ésta convierte en
irremediables las situaciones de hecho
que las Administraciones Públicas
crean. Privilegios administrativos es-
tos últimos cuya debilidad no obstante
se comienza a hacer notar a partir de
la recepción en nuestro Derecho —des-
de el Auto del Tribunal Supremo de 20
de diciembre de 1990— del principio
del fumus boni iuris o de la apariencia
de buen derecho, que permite impedir
en la práctica la ejecución del acto por
la simple apariencia de postura jurídi-
camente razonable que tenga la parte
contraria a dicho acto.

Propugna aquí el autor ante las evi-
dentes insuficiencias de las técnicas
jurídicas de control propias del con-
tencioso-administrativo, una serie de
interesantísimas propuestas de refor-
ma —a las que califica además de «in-
aplazables»— en cuanto al control de
hipotéticas conductas corruptas defen-
soras de torcidos intereses:

a) Remover los obstáculos jurídi-
cos que impidan una adecuada fiscali-
zación de motivos y fines de la activi-
dad administrativa.

b) Revisión de todos los trámites
procesales y supresión de aquellos que
hacen depender el proceso de la vo-
luntad de una de las partes.

c) Revisión de la ejecutividad y con-
sagración de las facultades suspensivas
para supuestos repetidos, así como de
apariencia de razón.

d) La potestad sancionadora ha de
ser de obligada utilización excepto en
los conflictos estrictamente persona-
les entre agentes públicos, y los terce-

ros afectados han de tener la facultad
de personarse en estos litigios.

e) El Tribunal ha de reunir cuantas
facultades precisa una completa eje-
cución de sus sentencias, lo cual no es
sino una exigencia de la propia Consti-
tución (art. 117.3).

En vista de estas consideraciones, y
ante los escasos logros de verdadera
fiscalización administrativa obtenidos
también por la propia Administración
Pública —en el ámbito consultivo por
el Consejo de Estado y, en el decisorio,
por el Tribunal de Defensa de la Com-
petencia y el Tribunal Económico-Ad-
ministrativo Central—, el autor defien-
de con vehemente entusiasmo el con-
trol administrativo mediante las técni-
cas jurídicas propias de la institución
de la responsabilidad civil; a su juicio,
a pesar de su escasa utilización, supo-
nen el medio más idóneo de fiscaliza-
ción del actuar administrativo si se
combinan con una eficaz acción de re-
petición contra los funcionarios res-
ponsables.

En su opinión, si bien nuestro Dere-
cho formalmente ha logrado alcanzar
un grado de desarrollo plausible —al
instaurar un sistema de responsabili-
dad directa y objetiva por funciona-
miento normal o anormal de los servi-
cios públicos—, en la práctica el pano-
rama es bien diferente, hasta el punto
de que haya base para sostener que
«cuando los daños se hayan producido
en el seno de relaciones de derecho
privado, y por tanto las pretensiones
resarcitorias se instrumenten en la ju-
risdicción civil, exista una sensación
de mayor tolerancia en la admisión de
lo pedido, y ello aun cuando en esta
vía la responsabilidad requiera previa
culpa del causante» (pág. 82); circuns-
tancia ésta que, por su trascendencia,
conduce al autor a realizar una serie
de agudas reflexiones, con las que con-
cluye su obra:

a) El concepto de culpa o negligen-
cia grave ha de ser ampliado o concre-
tado en supuestos específicos. La Ad-
ministración cuenta con todo tipo de
medios para procurarse un correcto
asesoramiento, de lo que deduce —qui-
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zá con demasiado rigor— que el des-
conocimiento o la desatención deben
producir, sin más, causas de imputa-
ción de responsabilidad.

b) En algunos casos la responsabi-
lidad debe exigirse automáticamente;
como, por ejemplo, en los supuestos
de condena en costas a la Administra-
ción.

c) La Administración no puede dis-
poner discrecionalmente de la facul-
tad de exigencia de responsabilidad,
que se convierte así en un nuevo factor
de negociación y que puede dar lugar
a fenómenos de corrupción derivados
del que se pretende perseguir. Por ello
entiende que los órganos de fiscaliza-
ción interna de la propia Administra-
ción, como la Intervención, y el Conse-
jo de Estado, deberían de pronunciar-
se obligatoriamente sobre la repetición
en los casos en que intervengan por
razones de petición de resarcimiento.

d) Dado que el interés público no
puede, en nuestro sistema, estar a dis-
posición de las partes, el pronuncia-
miento de una sentencia puede conte-
ner órdenes de incoación de expedien-
tes de responsabilidad derivados de los
hechos enjuiciados.

5. En fin, por lo dicho comprende-
rá el lector que se trata, en realidad,
de una obra nueva, que ha de prestar
indudable utilidad para el objeto
divulgativo que persigue, y cuya lectu-
ra desde aquí nos permitimos reco-
mendar vehementemente.

José Ignacio Rico GÓMEZ

SÁNCHEZ MORÓN, Miguel: El control de
las Administraciones Públicas y sus
problemas, Espasa-Calpe, Instituto de
España, 1991, 164 págs.

La obra de Miguel SÁNCHEZ MORÓN
recoge un ciclo de conferencias que
pronunció el autor en el Instituto de
España del 11 al 15 de marzo de 1991.

Como indica el título del libro, el
autor expone, a lo largo de cinco apar-
tados, una visión global de los meca-

nismos de control de las Administra-
ciones Públicas, su origen histórico y
su diseño constitucional. Analiza en
profundidad el control parlamentario,
el control judicial y el llamado control
interno o autocontrol administrativo.

En sus distintas manifestaciones, el
control de las Administraciones Públi-
cas se configura como guardián de la
legalidad vigente en el marco de la ac-
tividad administrativa. Actividad legi-
timada por su servicio a los intereses
públicos de forma eficaz, respetando
los derechos individuales.

El avance constante hacia el control
eficaz de dicha actividad es una nece-
sidad inaplazable, pues según cita el
autor, en palabras de K. LOEWENSTEIN,
«si el fin más noble es alcanzar aquel
Estado que permita el máximo desa-
rrollo de la personalidad de cada miem-
bro, se puede decir que el grado de
acercamiento a dicho fin se correspon-
de con los progresos que cada socie-
dad estatal ha realizado en relación
con aquellas instituciones destinadas
a controlar y limitar el poder político»
(pág. 40).

I

Miguel SÁNCHEZ MORÓN comienza
su obra exponiendo los dos sistemas
de control nacidos con el cons-
titucionalismo libera] que han tenido
influencia universal. Se trata del mo-
delo de Gran Bretaña basado en el con-
trol parlamentario de la actividad del
Ejecutivo y por ende de la Administra-
ción como prolongación del mismo, y
del modelo francés basado en el con-
trol interno jerarquizado en cuyo vér-
tice se sitúa el Consejo de Estado fran-
cés.

Actualmente, «la Administración ha
dejado de ser una nueva prolongación
orgánica del gobierno de turno» (pág.
32), ambos modelos y sus correspon-
dientes adaptaciones están en crisis,
por el volumen de actuaciones de la
Administración consecuencia de la
ampliación de su ámbito de interven-
ción. Es necesario una revisión del sis-
tema de control, existe una tendencia
a potenciar fórmulas de autocontrol
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administrativo combinado con la máxi-
ma transparencia en sus actuaciones
sin descartar, no obstante, el control
parlamentario y el judicial.

II

En el segundo apartado se centra el
autor en la configuración completa y
detallada que realiza la Constitución
de 1978 del sistema de control de las
Administraciones con reacción frente
a nuestra «herencia descompensada»
(pág. 58) en relación con los demás
países democráticos. Herencia del ré-
gimen anterior, que colmó una
inexistente tradición parlamentaria y
unas experiencias de autocontrol ad-
ministrativo frustradas e ineficaces.

Nuestra Constitución dedica no po-
cos artículos a describir el control par-
lamentario, concretamente el título V,
a través de la exigible responsabilidad
gubernativa y ministerial, las comisio-
nes de investigación, e instituciones
como el Defensor del Pueblo y el Tri-
bunal de Cuentas.

Respecto al control judicial, el texto
constitucional define su ámbito mate-
rial con la necesaria amplitud. No se
excluyen, además, fórmulas que posi-
biliten el control interno.

La Constitución de 1978 se ha preo-
cupado de establecer todo un sistema
de control de las Administraciones Pú-
blicas muy completo y detallado, pero
una cosa son las intenciones plasma-
das en la Constitución y otra distinta
«que la realidad refleje fielmente sus
mandatos y previsiones» (pág. 68).

III

El análisis de la tercera y cuarta en-
trega reflexiona sobre la experiencia
posconstitucional en los diferentes
ámbitos de control. En esta reflexión
muestra SÁNCHEZ MORÓN cómo la prác-
tica diaria convierte, en no pocas oca-
siones, las previsiones constituciona-
les en papel mojado. Así, por ejemplo,
en el campo de los controles sociales
no se ha desarrollado la transparencia
administrativa que ordena el artículo

105.¿>) de la Constitución, que impone
la necesidad de que el legislador regu-
le el acceso de los ciudadanos a los
archivos y registros administrativos,
previsión no cumplida hasta la fecha.

La decepción invade también el ám-
bito de los controles políticos, pues las
Cámaras ni aun teniendo las Comisio-
nes de Investigación como órganos de
apoyo son capaces de controlar la in-
gente actividad administrativa. A su vez,
el Defensor del Pueblo y el Tribunal de
Cuentas alcanzan un índice de
saturación en sus funciones muy ele-
vado, lo que hace que sus informes se
emitan con excesivo retraso y no lo-
gren impactar en la opinión pública.
Han de ser dotados de medios perso-
nales y descentralizados.

Pero de todos los controles posibles
el más importante es el control judi-
cial que, sin embargo, atraviesa una
profunda crisis cuyas causas son, se-
gún el autor y sin ánimo de enumera-
ción exhaustiva: La dificultad para aten-
der un número de demandas muy ele-
vado que tienen su causa en la multi-
plicación de funciones de la Adminis-
tración y en la mayor tutela judicial de
los particulares frente a la actividad
de ésta. Existe una relajación del con-
trol de la Administración central sobre
las Administraciones locales, cuyas in-
fracciones sólo pueden resolverse en
los Tribunales. Además, no podemos
ignorar los problemas organizativos,
faltan magistrados especializados, y los
problemas procesales, anomalías que
retrasan los procesos, ejecución de sen-
tencias condenatorias de la Adminis-
tración, etc. Todos estos factores ha-
cen que la justicia administrativa sea
lenta, lo que deriva muchas de las ve-
ces en ineficacia.

IV

Miguel SÁNCHEZ MORÓN, después de
analizar el panorama poco alentador
que ofrece nuestro sistema de control
de la actividad de las Administracio-
nes Públicas, concluye su obra indi-
cando un conjunto de soluciones para
hacer más efectivo dicho control.

Y es que el complejo sistema de con-
troles arbitrado por el ordenamiento
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constitucional no ha desplegado ple-
namente su eficacia. Se hace impres-
cindible potenciar, por ello, la trans-
parencia de las actuaciones adminis-
trativas y posibilitar el control por los
comisionados de las Cámaras, y por
estas mismas, de la actividad adminis-
trativa, dotándoles de medios perso-
nales y técnicos suficientes.

No obstante, entre las soluciones pro-
puestas por el autor, las más numero-
sas hacen referencia a la piedra angu-
lar del sistema de control, es decir, a
la superación de la crisis que atraviesa
el control judicial. Las medidas más
urgentes consisten en ampliar las plan-
tillas de la jurisdicción y reducir la
litigiosidad. Asimismo, es necesario
reformar la Ley de la Jurisdicción Con-
tencioso-Administrativa para agilizar
los procedimientos, regular las medi-
das provisionales y cautelares del pro-
ceso, y asegurar el exacto cumplimien-
to de las resoluciones por la Adminis-
tración condenada. Todo ello sin olvi-
dar la deseada especialización de los
Magistrados.

No acaba aquí el elenco de solucio-
nes, sino que además hay que poten-
ciar los controles internos o autocontrol
en sus distintas manifestaciones de la
Administración, ampliando la eficacia
de los recursos administrativos previos
a la vía judicial atribuyendo su resolu-
ción a órganos especializados no so-
metidos a instrucciones, lo cual impli-
caría una importante descarga de pro-
cesos judiciales.

V

En definitiva, el autor ha alumbrado
una obra de gran interés para todos
los ciudadanos. El propósito de este
libro es aportar una exposición fresca
y crítica de todo lo concerniente a esta
importante área del Derecho Adminis-
trativo. No se trata de una obra que
pretenda agotar el tema sino exponer
sumariamente la situación actual de
este ámbito trascendental del Derecho
Administrativo.

No dudamos en recomendar la lec-
tura de este libro, pues en sus páginas
se pueden encontrar ideas innovadoras

del sistema, lo cual resulta de gran in-
terés para los especialistas. Sin em-
bargo, no es exclusiva de ellos su lec-
tura, sino que intencionadamente el
autor, como señala en la Introducción
(pág. 9), ha realizado una labor que
resulta también para los legos senci-
lla, amena y de fácil lectura, sin me-
noscabo del rigor y la sensatez en sus
planteamientos. Sin duda, invita a re-
flexionar, que es el primer paso para
alcanzar un efectivo y equilibrado con-
trol de nuestras administraciones pú-
blicas.

Eva María NIETO GARRIDO
Departamento de Derecho

Administrativo
Universidad Complutense

SOSA WAGNER, Francisco: La gestión
de los servicios públicos locales (Pró-
logo de Eduardo GARCÍA DE EN-
TERRÍA), Ed. Cívitas, Madrid, 1992,
191 págs.

Para muchos, Francisco SOSA
WAGNER es un habitual colaborador de
los diarios, que con agudeza y humor,
no exento a veces de sarcasmo, practi-
ca el revulsivo de las conciencias con-
temporáneas, faceta literaria que muy
pronto se verá enriquecida con una
novela de inmediata publicación. Pero
no son éstos los motivos de estas lí-
neas, que se justifican en otra faceta
de SOSA WAGNER, la de profesor uni-
versitario y jurista, no sé si más pro-
saica que la anterior pero desde luego
muy fértil, de lo que es demostrativo
su magisterio, recompensado con va-
rios discípulos que han alcanzado la
máxima categoría académica y una lar-
ga lista de libros, ensayos, conferen-
cias...

No se trata sin embargo de glosar a
su persona, quizá porque eso se reser-
ve a las personas que han culminado
su carrera, sino de detenernos en la
obra y no toda, pues resulta evidente
que se esperan más y, con seguridad,
los mejores frutos. Considerando su
vertiente de jurista, se trata de mos-
trar brevemente el cuarto libro produ-
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cido por el Profesor SOSA sobre el nue-
vo régimen local que vio la luz tras la
aprobación de la Ley de 2 de abril de
1985. Este último dato, por sí solo, ya
justifica la oportunidad de la mono-
grafía, que se duplica al leer su título:
La gestión de los servicios públicos lo-
cales. En efecto, una sociedad moder-
na y plural, liberada de los temores
que en otro tiempo comunicaba a los
ciudadanos la acción administrativa,
engendra una Administración pública
cuyos mayores esfuerzos deben cana-
lizarse hacia una gestión transparente
y eficaz. El mundo local no es una ex-
cepción y hoy más que nunca tiene
frente a sí un futuro muy comprometi-
do, en que su responsabilidad ya no se
diluye al amparo de humillantes tute-
las del Estado, tan indignas como las
que cubrían a la mujer en el seno del
matrimonio decimonónico, generado-
ras, en ambos casos, de una minoría
de edad de hecho, cuando no fuente de
agravios sin respuesta. Pero la situa-
ción de nuestros municipios en la ac-
tualidad ha cambiado; éstos han al-
canzado su mayoría de edad; hoy han
de administrar y responder de su ges-
tión en cualquier foro y, señaladamente,
ante los electores con la periodicidad
que marcan las leyes electorales; por
ello, deben disponer, desde luego, de
un presupuesto capaz de hacer frente
a los servicios de prestación obliga-
toria o para cuya gestión están le-
galmente habilitados; pero también
para aquellos otros demandados por la
sensibilidad del ciudadano o que, sur-
gidos de la intuición del gobernante,
contribuyan a satisfacer las necesida-
des y aspiraciones de la comunidad
vecinal.

El presupuesto, sin embargo, no lo
es todo, como lo demuestran viejos tó-
picos que desgraciadamente han con-
vertido en realidad las Administracio-
nes de países hermanos que, con nin-
guna gracia, algunos motejan de
bananeros. Es evidente que es necesa-
ria una buena administración de los
recursos públicos y, al margen de la
honestidad del gobernante —que, como
la valentía del soldado, se le supone—,
también es imprescindible una batería
de instrumentos jurídicos al servicio

de las Corporaciones locales, cuyo en-
granaje y puesta a punto corresponde
al intérprete, como ha hecho SOSA
WAGNER con las formas de gestión de
los servicios públicos locales en el li-
bro que acaba de publicar la editorial
Cívitas.

Con toda seguridad, la elaboración
no ha sido sencilla, ni siquiera para el
avezado publicista que es SOSA
WAGNER, pues el legislador de 1985,
fiel a la tradición, pero también cons-
ciente de la proclividad que hoy se tie-
ne hacia la gestión privatizada de los
servicios públicos, ha mezclado las fór-
mulas para que el municipio, casi a la
carta, opte por una forma de gestión
del servicio ajustada a los parámetros
del funcionamiento administrativo o
bien se desentienda formalmente de
su gestión confiándola a un nuevo ente
sometido al ordenamiento privado e,
incluso, insuflado en parte por el capi-
tal de los privados. Con estas y otras
fórmulas intermedias que el autor mi-
nuciosamente explica, contrasta y, en
su caso, critica, el redactor de la Ley
Reguladora de las Bases de Régimen
Local es palmario que intenta
flexibilizar la gestión de los servicios
en aras de la eficacia, pero además
conjurar interesados cantos de sirena
que desde el sector privado airean ba-
lances y cuentas de resultados, deriva-
dos de una presunta gestión más efi-
caz que la del sector público, pero di-
fícilmente extrapolables cuando la ac-
tividad a gestionar es la prestación
de servicios públicos.

Estas reflexiones, sin embargo, no
deben alejarnos de lo que es el objeti-
vo que me propongo, que no es otro
que poner de manifiesto la necesaria
doble perspectiva de que ha tenido que
alimentarse el autor del libro para es-
tudiar la gestión de los servicios públi-
cos locales: la del administrativista
desde luego, pero también la del mer-
cantilista, porque algunas formas de
gestión —y no las que menos confian-
za suscitan hoy— se alojan en el Dere-
cho de sociedades. El esfuerzo dogmá-
tico es tan evidente que no necesita de
más explicaciones; valga el dato de que
hace más de treinta años que se reali-
zó por última vez en nuestra doctrina.
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Con todo, menos argumentos son ne- nalmente han sido combinados para
:esarios para justificar la utilidad de velar por sus propios intereses, sin que
!a obra, concebida fundamentalmente ello merme la eficacia y sin que apa-
para su uso por los gestores locales y rezcan infundados complejos ante lo
profesionales del Derecho, con la que que, por desgracia, frecuentemente es
se evidencia la viabilidad de atender a sólo un espejismo producido por el sec-
as necesidades y aspiraciones del ve- tor privado.
:indario mediante servicios públicos
gestionados por quienes constitucio- Tomás QUINTANA LÓPEZ
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Conde, Clemente Sanz Blanco, Joan Marcet i Morera, Manuel Aguilar Belda, Francisco
Rubio Llórente, Martín Bassols Coma, José M. Beltrán de Heredia, José Luis Cascajo
de Castro, Elias Díaz, Jorge de Esteban Alonso, Eusebio Fernández, Fernando Garrido
Falla, Antonio Pérez Luño, Fernando Sainz de Bujanda, Juan Alfonso Santamaría
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Sumario del núm. 23 (segundo cuatrimestre de 1991)
ESTUDIOS

Bernard CRICK: La tradición clásica de la política y la democracia contemporánea.
Pablo DtEZ LAGO: El deber de asistencia de los parlamentarios a las sesiones y el derecho

al ejercicio del cargo (art. 23.2 CE.).
Agustín DE VEGA: Notas acerca del recurso previo de inconstitucionalidad.
Baldomero CORKS TRASMONTE: IM representación corporativa y el papel de la Universidad

compostelana en el Senado español.

NOTAS Y DICTÁMENES
Informe de la Secretaria General del Congreso de los Diputados acerca del carácter

orgánico u ordinario del proyecto de ley por el que se crea el Consejo Económico y
Social.

José Fernando MERINO MERCHÁN y Luis DE LA PEÑA RODRÍGUEZ: Las facultades de
calificación de las enmiendas por las Mesas de las Cámaras.

CRÓNICA PARLAMENTARIA
Roberto L. BLANCO VAI.DES: La producción legislativa del Parlamento de Galicia: Balance

de una década de actividad (1981-1991).

DOCUMENTACIÓN

LIBROS

REVISTA DE REVISTAS

PRECIOS

Suscripción anual (3 números), IVA no incluido 3.300 ptas.
Número suelto, IVA no incluido 1.200 ptas.
Suscripción anual extranjero 33 $
Número suelto extranjero 12 $

Suscripciones:
CONGRESO DE LOS DIPUTADOS

Secretaría General (Servicio de Publicaciones)
Floridablanca, s/n. • 28071 MADRID



DEFENSOR DEL PUEBLO

PUBLICACIONES

Informe anual
Balance de la actuación del Defensor del Pueblo. Su presentación ante

las Cortes Generales es preceptiva y proporciona una visión de conjunto
de las relaciones de la administración pública con el ciudadano.

Informe anual 1989: 2 vols. (4.000 ptas.).
Informe anual 1990: 2 vols. (5.500 ptas.).

Recomendaciones y sugerencias
Reúne, anualmente desde 1983, las resoluciones en las que se indica a

la administración pública o a] órgano legislativo competente, la conve-
niencia de dictar o modificar una norma legal, o de adoptar nuevas medi-
das de carácter general.

Disponible la serie completa, 1983-1990.

Informes, Estudios y Documentos
Se trata de documentos de trabajo, elaborados con motivo de la actua-

ción del Defensor del Pueblo, en los que de forma monográfica se anali-
zan algunos problemas de la sociedad española y la respuesta de las
administraciones públicas.

«Situación penitenciaria en España» (1.000 ptas.).
«Residencias públicas y privadas de la tercera edad» (1.600 ptas.).
«Situación penitenciaria en Cataluña» (800 ptas.).
«Menores»(2.200 ptas.).

Recursos ante el Tribunal Constitucional
Volumen único 1983-1987 (2.600 ptas.).

Distribuye DORSA
C/ Plaza, 15 - 28043-MADRID - Tlfno.: 759 40 67
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Director: Francisco SOSA WAGNER
Secretario de Redacción: Luis CALVO SÁNCHEZ

Sumario del núm. 251 (julio-septiembre 1991)

I. SECCIÓN DOCTRINAL

Eduardo GARCÍA DE ENTERRIA: Régimen económico para la Capital de! Reino.
José A. LÓPEZ PELLICER: La aprobación definitiva de la Constitución y Estatutos de

Mancomunidades Intermunicipales.
Luis ORTEGA: El nuevo papel de las Diputaciones Provinciales.
Carlos CARRASCO CANALS: Competencias sobre Cajas de Ahorro: Las Comunidades

Autónomas y el Banco de España.

II. CRÓNICAS

Santiago GONZÁLEZ-VARAS IBÁÑFZ: El Contencioso Francés: Publicaciones últimas del
contencioso administrativo Francés y otros aspectos generales, históricos y
jurídicos. Sistema Germánico y sistema Francés.

Pedro Antonio MARTÍN PÉREZ: Proyecto de cooperación municipal con la República
del Paraguay.

n i . JURISPRUDENCIA

Francisco Javier FERNÁNDEZ GONZÁLEZ: Reseña de Sentencias del Tribunal Constitu-
cional que aparecen publicadas en el «B.O.E.» en el primer trimestre de 1991.

José SUAY RINCÓN': La suspensión de la expropiación: El «Fumus Bonis luris» como
criterio determinante para la adopción de una medida cautelar (Auto del Tribunal
Superior de Justicia de Navarra de 19/! 1/1990).

Luis Alberto POMET SÁNCHEZ: El discutible control judicialde los motivos de la moción
de censura al Alcalde (Reflexiones al hilo de la Sentencia del Tribunal Supremo
de 14 de abril de 1990. Caso «La Pulióla»).

Francisco SOSA WAGNER: El uso de las alarmas.
M.a del Rosario ALONSO IBÁÑF.Z.: Reseña de Sentencias del Tribunal Supremo

(Segundo Trimestre de 1990).

IV. BIBLIOGRAFÍA

Suscripción anual: 4.000 pesetas • Número suelto: 1.200 pesetas
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REVISTA DE ESTUDIOS DE LA ADMINISTRACIÓN
LOCAL Y AUTONÓMICA

Director: Francisco SOSA WAGNER

Secretario de Redacción: Luis CALVO SÁNCHEZ

Sumario del núm. 252 (octubre-diciembre 1991)

I. SECCIÓN DOCTRINAL

Luis ORTEGA ALVAREZ: Madrid Capital Metropolitana.
Javier DOMPER FERRANDO: Las competencias de las Entidades Locales en materia de

medio ambiente.
Jaime RODRIGUEZ-ARANA MUÑOZ: LOS objetivos estatutarios de los poderes públicos

gallegos.
Cristóbal GLIRADO CID: Aproximación al estudio de la alcaldía a través de su evolu-

ción legislativa.

II. CRÓNICAS

Emilio CASADO IGLESIAS: La Función Pública vigente en Francia.
Javier OLIVAN DEL CACHO: Algunas precisiones sobre la Declaración de Impacto

Ambiental en Aragón.
Jesús M.° GARAYO URRUELA: El Municipio de Zalduondo y las Parzonerías Alavesas

y Guipuzcoanas.

III. JURISPRUDENCIA

Félix PÉREZ ALGAR: Videos Comunitarios, protección del dominio público y revo-
cación de licencias (Comentarios a la Sentencia del Tribunal Constitucional
181/1990).

Manuel Jesús SARMIENTO ACOSTA: La posición ordinamental de los Reglamentos
Orgánicos de las Entidades Locales tras la Sentencia 214/1989, de 21 de
diciembre, del Tribunal Constitucional.

M." del Rosario ALONSO IBAÑEZ: Reseña de Sentencias del Tribunal Supremo. (Tercer
Trimestre de 1990).

Francisco JAVIER FERNANDEZ GONZÁLEZ: Reseña de Sentencias del Tribunal Constitu-
cional publicadas en el B.O.E. durante el segundo trimestre de 1991.

IV. BIBLIOGRAFÍA

Suscripción anual: 4.000 pesetas • Número suelto: 1.200 pesetas

INSTITUTO NACIONAL DE ADMINISTRACIÓN PUBLICA
Redacción: Santa Engracia, 7-28010 MADRID



AUTONOMIES

Revista Catalana de Derecho Público

Gcneralitat de Catalunya

Escola de Administració Pública

Instituí d'Estudis Autonómics

Director: Joaquín TORNOS MAS

Sumario del núm. 14 (1992)

ESTUDIOS

Caries PAREJA I LOZANO: Concurrencia de intereses y competencias urbanísticas.
Fernando LÓPEZ RAMÓN: Fundamentos de una ordenación del territorio sectorial.
Julio ESTEBAN I NOGUERA: Las técnicas de distribución de beneficios y cargas derivados

del planeamiento urbanístico.

COMENTARIOS Y NOTAS

Francisco FERNANDEZ SEGADO: La competencia en materia educativa de la Comunidad
Autónoma de Galicia.

Sebastián GRAU AVII.A: Ordenación estatal y planeamiento urbanístico en la zona litoral.
César AGUADO RENEDO: La jurisprudencia constitucional sobre la delimitación del

ámbito territorial de Castilla y León (y II).
M. Teresa VADRÍ I FORTUNY: Situación actual en la gestión de los residuos industriales

en Cataluña: la Ley 2/1991, de medidas urgentes.
Actividad normativa, jurisprudencial y consultiva.

ACTIVIDAD NORMATIVA, JURISPRUDENCIAL Y CONSULTIVA

CRÓNICA

NOTICIA DE LIBROS Y REVISTAS

Suscripción:
A U T O N O M I E S

Escola d'Administració Pública de Catalunya

Av. Pcarson, 28 - 08034 BARCELONA
Precio: 2.700 ptas. (3 números, un año)



REVUE INTERNATIONALE DES SCIENCES
ADMINISTRATIVES

Revue d'Administration publique comparée

Sommaire du vol. LVII, N° 2, 1991

Sandford F. BORINS: L'encouragemem et l'étude de la gestión publique améliorée: le prix
de gestión innovatrice de l'Institut d'Administration publique du Canadá.

Sabino CASSESE: Le centre et la périphérie en Italie: les principaux moments décisifs de
leur histoire.

Rosamund M. THOMAS: Le procureur general pour l'Angleterre, le Pays de Galles et
l'Irlande du Nord: son role dans les procédures civiles et criminelles.

Toshiyuki MASUJIMA: Les systémesd'informationsadministrativesdans le gouvemement
japonais: réflexions sur quelques points et solutions.

PedroDEMiCVELGARCÍA'.Le régimedisciplinairedans la foction publique communautaire.

Mukul SAKWAL: Une stratégie de mise en circulation des micro-ordinateurs dans les pays
en développement.

COMPTES RENDUS DE LIVRES

Morton TENZER: Le soutien federal á la formation universitaire.

Francis BLANCHARD: L'administration intemationale.

SELECTION BIBLIOGRAPHIQUE

CHRONIQUE DE L'INSTITUT

Jeanne PENAUD: L'associalion nationale des fonctionnaires internationaux.

Also published in English under the title
"International Review of Administrative Sciences"

Se publica también en español con el título
"Revista Internacional de Ciencias Administrativas"

en colaboración con el Instituto Nacional de Administración Pública
(Madrid, España)

Suscripción anual 2.250 FB (US $ 48)
Precio del ejemplar 600 FB (US $ 13,50)

INSTITUT INTERNATIONAL DES SCIENCES ADMINISTRATIVES
1, rué Defacqz, Bte 11 - 1050 BRUXELLES (Belgique)



ESTADO & DIREITO

DIRECCÁO:
Alfonso D'OLIVEIRA MARTINS Guilherme D'OLIVEIRA MARTINS

Margarida SALEMA D'OLIVEIRA MARTINS
Coordenador correspondente em Espanha:

Germán GÓMEZ ORFANEL

Indice do número 5/6 (Ano de 1990)

ÁRTICOS
Pablo Lucas VERDÚ: El concepto de constitución en la Constitución (Reflexiones sobre

la autoconciencia constitucional española. Función y fin de la Constitución).
José Eduardo FARIA: Interessepúblico versas interesseprivado: as antinomias jurídicas

na gestáo económica.
Guilherme D'OLIVEIRA MARTINS: O orcamento das comunidades europeias. Algumas

notas sobre a situacáo actual e perspectivas futuras.
Afonso D'OLIVEIRA MARTINS: O poder constituinte na génese do constitucionalismo

moderno (Breve Nota da Historia das Ideias).

JURISPRUDENCIA
Antonio VITORINO y Luís FÁBRICA: Macau na jurisprudencia do Tribunal Constitucional

«Servicos públicos de natttreza central, regional, ou local». Comentario ao Acórdáo
do Supremo Tribunal Administrativo de 25 de Outubro de 1990.

Luís CALVO SÁNCHEZ: DOS ejemplos de aplicación del derecho comunitario para los
tribunales españoles.

AUTORES & LIVROS

RECENSIONES

PRECIOS DE SUSCRIPCIÓN ANUAL
España 2.200 ptas.
Extranjero 30 S
Número suelto: España 2.400 ptas.
Número suelto: Extranjero 32 $

Toda a correspondencia com a Revista ESTADO & DIREITO deve ser dirigida ao:

Apartado N.° 2821
1122 LISBOA Codex



CENTRO DE ESTUDIOS CONSTITUCIONALES

ULTIMAS PUBLICACIONES

Constitución Española, 1978-1988. Obra dirigida por Luis Aguiar de Luque y Ricardo
Blanco Canales (3 vols.). 35.000 ptas.

PALOMA BIGLINO CAMPOS: LOS vicios en el procedimiento legislativo. 1.400 ptas.
C. MCILWAIN: Constitucionalismo antiguo y moderno. Traducción de Juan J. Solozábal.

2.200 ptas.
JUAN LUIS REQUEIO PAGÉS: Jurisdicción e independencia judicial. 1.700 ptas.
MANUEL JOSÉ TEROL BECERRA: El Consejo General del Poder Judicial. 1.200 ptas.
FRANCISCO JAVIER EZOUIAGA GANLZAS: El voto particular. 1.200 ptas.
JOSÉ M.° MORALES ARROYO: LOS Grupos Parlamentarios. 2.300 ptas.
ANTONIO FANLO LORAS: Fundamentos constitucionales de la Autonomía Local. 3.700 ptas.
PABLO SALVADOR CODERCH y otros: El mercado de las ideas. 3.400 ptas.
JAVIER PARDO FALCÓN: El Consejo Constitucional Francés. 3.500 ptas.
ELIE KEDOURIE: Nacionalismo. Prólogo de Francisco Murillo Ferrol. Traducción de Juan

J. Solozábal Echavarría. 900 ptas.
RAMÓN GARCÍA COTARELO: Del Estado del bienestar al Estado del malestar. 1.800 ptas.
JUAN J. LINZ, JOSÉ R. MONTERO y otros: Crisis y cambio: electores y partidos en la España

de los años ochenta. 3.200 ptas.
ALFONSO RUIZ MIGUEL: La justicia de la guerra y la paz. 2.000 ptas.
GREGORIO PECES-BARBA: La elaboración de la Constitución de 1978. 2.000 ptas.
PILAR CHAVARRI SIDERA: Las elecciones de diputados a Cortes Generales y Extraordinarias

(1810-1813). 2.200 ptas.

ALF ROSS: ¿Porqué Democracia? 1.500 ptas.

ANGF.L RODRÍGUEZ DIAZ: Transición política y consolidación constitucional de los partidos
políticos. 1.600 ptas.

MANUEL RAMÍREZ: Sistema de partidos políticos en España (1931-1990). 1.700 ptas.
JUVIERCORCUERA AJKSZA: Política y Derecho. La construcción de la Autonomía vasca. 2.Í00

pías.
JOSÉ MARÍA PORTILLO VALDÉS: Monarquía y gobierno provincial. Poder y Constitución en las

provincias vascas (1760-1808). 3.600 ptas.
BARTOLOMÉ CLAVERO SALVADOR: Razón de Estado, razón de individuo, razón de historia.

1.800 ptas.
CARMEN MUÑOZ DE BUSTILLO ROMERO: Bayona en Andalucía: El estado bonapartista en la

prefectura de Xerez. 2.800 ptas.
EMILIO LLEDO: El silencio de la escritura. 800 ptas.
AULIS AARNIO: LO racional como razonable. 2.200 ptas.
RAFAEL DE Asís ROIG: Deberes y obligaciones en la Contitución. 2.800 ptas.
M.'TERESA RODRÍGUEZ DE LECEA: Anropologiay filosofía de la historia en Julián Sanzdel Río.

1.700 ptas.
ROBERT ALEXY: Teoría de la argumentación jurídica. 2.300 ptas.
ELÍAS DÍAZ: Etica contra política. Los intelectuales y el poder. 2.300 ptas.
MARINA GASCÓN ABELLÁN: Obediencia al derecho y objeción de conciencia. 2.600 ptas.
PABLO EUGENIO NAVARRO: La eficacia del derecho. 1.200 ptas.

JUAN RUIZ MAÑERO: Jurisdicción y normas. 1.600 ptas.

JOSÉ RUBIO CARRACEDO: ¿Democracia o representación? Poder y legitimidad en Rousseau.
1.800 ptas.

FRANCISCO MARTÍNEZ MARINA: Discurso sobre el origen de la Monarquía y sobre la naturaleza
del gobierno. Estudio preliminar de José Antonio Maravall. 800 ptas.



JAIME BALMES: Política y Constitución. Selección de textos y estudio preliminar de
Joaquín Várela Suanzes-Carpegna. 1.400 ptas.

AGUSTI.N DE ARGUELLES: Discurso preliminar a la Constitución de 1812. 500 ptas.
FRANCISCO MURILLO FERROL: Saavedra Fajardo y la política del Barroco. 2.a edición. 1.800

ptas.
JUAN ROMERO AU-UENTE: Historia de la revolución española y otros escritos. Edición

preparada e introducida por Alberto Gil Novales. Dos volúmenes. 5.000 ptas.

JOSÉ MARCHENA: Obra española en prosa. 1.700 ptas.
JUAN MALDONADO: El levantamiento de España. Edición bilingüe. Traducción e introduc-

ción de M.a Angeles Duran. 3.600 ptas.

ARISTÓTELES: Política. Edición bilingüe. Reimpresión. 1.800 ptas.
ARISTÓTELES: Etica a Nicómaco. Edición bilingüe. Reimpresión. 1.200 ptas.
ARISTÓTELES: Retórica. Edición bilingüe. Reimpresión. 1.800 ptas.
SENAC DE MEINÍHAN y A. BARNAVE: DOS interpretaciones de la Revolución Francesa. 1.600

ptas.
FERDINAND LASALLE: Manifiesto obrero y otros escritos políticos. Traducción e introducción

de Joaquín Abellan. 1.600 ptas.

JENOFONTE y PSEUDO JENOFONTE: La República de los Lacedemonios y la República de los

Atenienses. Edición bilingüe. Reimpresión. 900 ptas.
TOMÁS DF. CA.MPANF.LLA: La Monarquía del Mesías y las Monarquías de las Naciones.

Traducción e introducción de Primitivo Marino Gómez. 1.800 ptas.
JUAX ALTUSIO: La política. 4.800 ptas.
J. BFNTHAM: Falacias políticas. 2.200 ptas.
E. SIEYES: Escritos y discursos de la revolución. 2.200 ptas.
G. JELLINEK: Refonnas y mutación de la Constitución. 1.800 ptas.
CONDORCET, CASTILLO* y BixKEr: ¿Es conveniente engañar al pueblo? Traducción e

introducción de Javier de Lucas. 2.300 ptas.
PLUTARCO: Consejos políticos. Edición bilingüe. 2.000 ptas.
GONZALO MENÉNDEZ PIDAL: La España del siglo XIX vista por sus contemporáneos. Dos

volúmenes. 6.000 ptas. cada uno.
MARIO G. LOSANO, ANTONIO E. PÉRJÍZ LUÑO y MARÍA FERNANDA GUERRERO MATEUS: Libertad

informática y leyes de protección de datos pesonales. 1.300 ptas.

Evaluación parlamentaria de las opciones científicas y tecnológicas. Seminario Interna-

cional coordinado por Miguel E. Quintanilla. 1.700 ptas.

RAMÓN COTAREI.O: En tomo a ¡a teoría de la Democracia. 800 ptas.

GURUTZ JÁUREGUI: La nación y el estado nacional en el umbral del nuevo siglo. 700 ptas.

ALFONSO RLIZ MIGUEL: El aborto: problemas constitucionales. 950 ptas.

JORDI CAPO GIOL: La legislación estatal en la España democrática. 900 ptas.

VICENTE ESCUIN PALOP: Régimen jurídico de la entrada y permanencia de extranjeros en

España. 950 ptas.

MANUEL C. PALOMEÓLE: LOS derechos laborales en la Constitución española. 1.000 ptas.
CENTRO DE ESTUDIOS INSTITUCIONALES DE BUENOS AIRES: Fundamentos y alcances del control

judicial de constitucionalidad. 1.500 ptas.
LUCIANO PAREJO ALFONSO: Crisis y renovación en el derecho público. 1.100 ptas.

MANUEL ATLENZA: Las razones del Derecho. Teorías de la argumentación jurídica. 1.400
ptas.

Las refonnas político-jurídicas en la URSS. Traducción c introducción de Manuel García
Alvarez. 2.500 ptas.



REAL ACADEMIA DE LEGISLACIÓN
Y JURISPRUDENCIA DE MURCIA

CONVOCATORIA DE PREMIOS

La Real Academia de Legislación y Jurisprudencia de Murcia, en sesión
ordinaria celebrada el día 14 de febrero de 1992, acordó la convocatoria de
los «Premios Real Academia de Legislación y Jurisprudencia de Murcia», que
habrá de regirse por las siguientes BASES, aprobadas en sesión celebrada
el día 21 de febrero de 1992:

PRIMERA: Esta convocatoria comprende DOS premios, que se adjudi-
carán a los trabajos considerados de mayor mérito, entre los presentados a
concurso, que versen sobre los temas jurídicos propuestos y aprobados con
los siguientes títulos:

1.° «SISTEMA JURÍDICO PARA LA PROTECCIÓN DE LA CALIDAD
DEL AGUA (Derecho español y comunitario)»-

2." «EL ABUSO DE LA PERSONIFICACIÓN JURÍDICA EN EL DERE-
CHO DE SOCIEDADES».

SEGUNDA: Pueden tomar parte en el concurso, de ámbito nacional,
juristas de nacionalidad española, individualmente o formando un equipo,
como máximo de tres personas, encabezado por el primero que figure en
la solicitud.

TERCERA: La dotación de los premios, que son individuales, se ha fijado
en QUINIENTAS MIL PESETAS para cada uno de los temas premiados.

CUARTA: Solamente podrá premiarse un trabajo de cada tema, y si el
concurso quedara desierto, total o parcialmente, el importe del premio
desierto podría acrecer al de la convocatoria siguiente.

QUINTA: Los trabajos serán originales e inéditos, redactados en lengua
castellana, y tendrán una extensión mínima de ciento cincuenta folios y
máxima de trescientos, mecanografiados a dos espacios y por una sola cara,
debiendo aportarse original y dos copias.

SEXTA: Los trabajos se enviarán por correo certificado a la Academia
convocante (Plaza de Santo Domingo, 10-Entlo., 30008 MURCIA). Serán
anónimos y se encabezarán con un lema que se repetirá en la parte exterior
de un sobre cerrado que los acompañará, en cuyo interior constará la
identidad, domicilio y títulos académicos.



SÉPTIMA: El plazo de remisión finalizará a las doce de la noche del día 31
de marzo de 1993.

OCTAVA: La calificación y adjudicación de los premios se encomienda
a un Jurado nombrado por el Pleno del Organismo convocante, que estará
presidido por el Excmo. Sr. Presidente de la Real Academia de Legislación
y Jurisprudencia o Académico en quien delegue, y que se integrará con los
siguientes miembros:

— Tres Académicos de número.

— Dos Catedráticos de Facultad de Derecho, uno de ellos, por lo menos,
de la Universidad de Murcia.

— Un Notario con residencia en la Región Autónoma de Murcia.

— El Registrador Mercantil de Murcia.

Actuará como Secretario, con voz y voto, el de la Real Academia. En caso
de empate decidirá la votación el voto del Presidente.

NOVENA: El Jurado habrá de reunirse antes del día 15 de mayo de 1993
y su decisión se hará pública en periódicos de la localidad y en «El País» y
«ABC» de Madrid. El fallo, contra el que no cabrá recurso alguno, se notifi-
cará por escrito a quienes resulten premiados.

DECIMA: Para valorar los trabajos se tendrá en cuenta el correcto
planteamiento y desarrollo del tema, su integridad y originalidad, la siste-
mática escogida, el manejo de las fuentes, así como las aportaciones
históricas y doctrinales.

UNDÉCIMA: Los trabajos premiados quedarán de propiedad de la
Academia convocante, que se reserva el derecho de publicarlos en la forma
que estime conveniente. Los demás trabajos se devolverán a los autores que
lo soliciten dentro del trimestre siguiente a la fecha del fallo del Jurado.

DUODÉCIMA: La entrega de los premios tendrá lugar en un acto público
que se celebrará en Murcia en la fecha que oportunamente se anunciará.

DÉCIMO-TERCERA: La participación en el concurso implica la acepta-
ción de todas las bases de la convocatoria.

NOTA: Para mayor información pueden dirigirse al expresado domicilio de
la Real Academia: Tels. (968) 23 73 50 - 23 73 54; Fax 24 40 01.

Murcia, febrero de 1992
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